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			Sinopsis

		

		
			Imagina que estás diseñando una sociedad. No sabes quién serás en ella: rico o pobre, hombre o mujer, gay o hetero. ¿Cómo te gustaría que fuera esa sociedad? 

			John Rawls, el filósofo político más importante del siglo xx, propuso este revolucionario experimento mental. Hoy, en Libres e Iguales, el economista y filósofo Daniel Chandler nos propone una estimulante y ambiciosa intervención en la que nos invita a redescubrir a Rawls para encontrar una salida a las crecientes crisis que están devastando nuestro mundo. 

			A partir del liberalismo humano e igualitario de Rawls, Chandler formula un minucioso e irresistible argumento a favor de una agenda progresista que redefinirá fundamentalmente nuestro mundo, para mejorarlo. El autor nos demuestra cómo podemos proteger la libertad de expresión y superar las guerras culturales, eliminar el dinero de la política y crear una economía en la que todo el mundo tenga la oportunidad de alcanzar su potencial, en la que la prosperidad sea ampliamente compartida y que opere dentro de los límites de nuestro planeta finito. 

			Libres e iguales desborda esperanza y posibilidades: es una alentadora alternativa al cinismo que impregna nuestra política y que no solo tiene el potencial de transformar el debate contemporáneo, sino también de convertirse en un referente para un liberalismo moderno e igualitario. Esta obra fortalecerá el lugar de Rawls en el discurso político y consolidará firmemente a Chandler como una nueva voz esencial para nuestro tiempo.

		

	
		
		
			Libres e iguales

			Un manifiesto por una sociedad justa

			Daniel Chandler

			 

			 Traducción de Antonio Francisco Rodríguez Esteban
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			Elogios para Libres e iguales de Daniel Chandler

			Un sólido e inspirador argumento a favor de la filosofía de John Rawls, que baja su teoría de la justicia de las torres de marfil de Harvard y la lleva a la gente de a pie. En un estilo claro y apasionado [Chandler] devuelve a Rawls al centro de la conversación, al que pertenece, recuperando su trabajo como agente potencial de un cambio radical y factible... intelectualmente riguroso y lleno de esperanza.

			ZADIE SMITH

			Un argumento atractivo y hermosamente escrito que explica que la filosofía política rawlsiana puede curar nuestras sociedades destruidas y lograr que seamos, de hecho, libres e iguales.

			Profesor sir ANGUS DEATON, ganador del Premio Nobel de Economía y autor de Deaths of Despair

			Es un libro fantástico. Más que nunca, necesitamos que los filósofos participen en el debate público sobre la desigualdad y la sostenibilidad. En Libres e iguales, Daniel Chandler nos ofrece la base moral para una ambiciosa agenda igualitaria, y una hoja de ruta para ponerla en práctica. ¡Hay que leerlo!

			THOMAS PIKETTY

			Un libro tremendo, oportuno, juicioso, autorizado y claro. El mundo caerá sobre él como obreros cansados sobre una bandeja de rosquillas.

			STEPHEN FRY

			Muchas de las respuestas a los dilemas de la democracia y la desigualdad se encuentran en la filosofía de John Rawls. Daniel Chandler insufla vida a esas respuestas con evidencias y soluciones contemporáneas. Lee Libres e iguales y ten esperanza ante el futuro.

			MINOUCHE SHAFIK

			Chandler tiene una excelente formación en los problemas filosóficos que son centrales para la elaboración de políticas prácticas, y dada la claridad y el alcance de lo que escribe, este libro satisfará una necesidad muy importante.

			AMARTYA SEN, ganador del Premio Nobel de Economía

			Inspirador... Una emotiva invocación al liberalismo igualitario basado en las ideas de John Rawls.

			The Guardian

			Somos muchos los que nos preguntamos vagamente por qué no podemos vivir en un mundo más amable. Daniel Chandler nos ha hecho un significativo favor al realizar un poderoso análisis que elucida las razones por las que el mundo actual no es amable y cómo podría llegar a serlo. Una obra inspiradora que devuelve la filosofía política al lugar que le corresponde: el de descubrir cómo mejorar las cosas.

			ALAIN DE BOTTON

			
			Un magnífico intento de aplicar los principios filosóficos fundamentales para la creación práctica de un mundo mejor. Ambicioso y bien documentado, ofrece un enfoque novedoso, coherente y basado en principios para el diseño de políticas.

			Profesor lord RICHARD LAYARD

			Un libro inteligente, inspirador y hermosamente luminoso con el potencial no solo de reinventar el liberalismo, sino de transformar nuestras sociedades para mejor.

			JOHANN HARI

			El provocador libro de Daniel Chandler contribuye a que las posibilidades humanas sean más creíbles de lo que han sido en nuestra era neoliberal. Libres e iguales funciona como una guía accesible de un sistema filosófico de primer orden y como una llamada a una nueva agenda para la justicia en nuestro tiempo.

			SAMUEL MOYN, autor de 
No bastan: los derechos humanos en un mundo desigual

			Es un libro extraordinario, tanto para explicar a Rawls al lector medio como para aplicar los principios rawlsianos a los problemas contemporáneos de la justicia social y política... Es impresionante: claro, conciso, riguroso y accesible.

			Profesor SAMUEL FREEMAN, autor de Rawls y editor de The Cambridge Companion to Rawls

			Un libro conmovedoramente esperanzado... Una demostración ejemplar de cómo llevar a cabo el debate público... Un tipo de intelectualismo público erudito que recuerda a Amartya Sen, y un bienvenido descanso respecto al moralismo irreflexivo que domina las páginas de opinión y las redes sociales.

			WILLIAM DAVIES, New Statesman

			Una visión estimulante de la sociedad que recurre a las ideas revolucionarias del pensador estadounidense John Rawls como punto de partida.

			The Guardian, 2023 in Books

			Damos la bienvenida a su ambición... Inmensamente erudito y reflexivo... Una visión sensatamente convencional de un estado reformado en la dirección de una mayor justicia y equidad, capaz de frenar los excesos del capitalismo y responder a las demandas de la diversidad.

			The New Yorker

			Lúcido y documentado.

			PHILIPPE VAN PARIJIS

			Poderosamente argumentado y escrito con lucidez.

			
			Financial Times

			Un enérgico argumento a favor de adoptar el marco político liberal diseñado por John Rawls... Chandler es un escritor lúcido y elegante, y su argumentación está impulsada por un sincero entusiasmo: la creencia de que el marco de Rawls para pensar las cuestiones políticas ofrece una salida humanista a las disputas más espinosas.

			The New York Times Book Review

			Si la democracia liberal quiere sobrevivir como forma de gobierno, es necesario repensarla por completo. Así lo argumenta Chandler en este apasionado homenaje al filósofo político John Rawls.

			The New York Times

			Una obra realmente vibrante que ofrece a los socialdemócratas un bien muy escaso en los últimos tiempos: la inspiración.

			IAN DUNT, Waterstones (Book of the Year)

		

	
		
		
			 

		

		
			Para Martha y Charlie,

			Coco, Eloise y Buddy,

			Ira, Peggy y Dash

		

	
		
		
			
INTRODUCCIÓN


		

		
			¿Cómo sería una sociedad justa?

			La mayoría de nosotros —y por «nosotros» me refiero a los ciudadanos de las democracias ricas del mundo— estaríamos de acuerdo en que las sociedades en que vivimos distan mucho de ser justas. Aunque no coincidiríamos exactamente en lo que tienen de injusto, muchos señalaríamos una lista conocida de problemas: un sistema político dominado por los ricos; la profunda influencia que la clase, la raza y el género siguen teniendo en las oportunidades de la gente; la abrumadoramente desigual distribución del dinero, el poder y el prestigio social; y el rápido despliegue de la catástrofe climática y ecológica que amenaza los ecosistemas de los que dependemos nosotros y las generaciones futuras.

			Estos problemas están en la raíz de un creciente sentimiento de descontento hacia la democracia liberal tal como la conocemos. En todo el mundo, la confianza en los políticos y la satisfacción con la democracia está en mínimos históricos, y la política es cada vez más volátil. Este descontento ha originado un populismo autoritario que supone la mayor amenaza a los valores de la democracia liberal desde la Segunda Guerra Mundial. Desde Donald Trump en Estados Unidos a Marine Le Pen en Francia, desde Jair Bolsonaro en Brasil a Narendra Modi en la India, los populistas de derechas han asumido un papel cada vez más prominente en la política nacional y parecen decididos a hacer retroceder las libertades básicas y socavar la integridad de los procesos democráticos. Como resultado de la brutal invasión de Ucrania por parte de Rusia en febrero de 2022, y con el auge de una China cada vez más autoritaria y enérgica, el futuro de la democracia liberal es profundamente incierto.

			Es muy fácil denunciar el estado de la política y la sociedad actuales, y abundan los comentarios respecto a cómo y por qué hemos llegado hasta este punto. Lo que resulta más difícil de encontrar es una visión coherente de cómo tendría que ser una sociedad mejor y más justa. Nuestro debate público se divide entre una clase política consolidada que parece muy satisfecha con el statu quo y críticos más radicales que, tanto a la izquierda como a la derecha, parecen querer derrocarlo. En este libro, sostendré que la democracia liberal merece ser defendida, pero que no podemos mantener el statu quo, ni deberíamos desearlo. Por el contrario, necesitamos recuperar la sensación del potencial transformador de los ideales liberales y democráticos, y utilizarlos para articular una visión de una sociedad mejor por la que la gente se levantará y luchará.

			Este tipo de visión está gravemente ausente. A partir de los años ochenta, y con el auge del «neoliberalismo» —una perspectiva caracterizada por una fe casi religiosa en los mercados y la preocupación dominante por el crecimiento económico—, nuestro discurso político se ha vuelto progresivamente más limitado y tecnocrático. Este periodo destaca por su notable falta de idealismo e imaginación, ya que las preguntas sobre nuestro valores e ideales en cuanto sociedad, y cómo podemos alcanzarlos, han sido relegadas a los márgenes. En palabras del filósofo Roberto Unger, hemos vivido bajo una «dictadura de la falta de alternativas»,1lo cual no representa un problema solo para quienes pensamos que nuestras sociedades necesitan una reforma fundamental, sino que este vacío moral e ideológico en el corazón de nuestra política ha propiciado el auge del populismo antiliberal y antidemocrático.2

			Evidentemente, el debate no ha cesado por completo, pero se ha impuesto la sensación de que amplias estructuras de nuestras instituciones políticas y económicas han asumido un aire de inevitabilidad, y resulta cada vez más difícil pensar o hablar de grandes ideas que realmente transformen nuestras sociedades para mejor. En ausencia de una alternativa clara, los momentos de crisis —momentos que, históricamente, muy a menudo han sido poderosos catalizadores del progreso— llegan y desaparecen a toda velocidad. Casi quince años después de que la crisis financiera de 2008 evidenciara los excesos del fundamentalismo del mercado, llama la atención lo poco que han cambiado las cosas; y aunque la pandemia del covid ha arrojado luz sobre el coste en letalidad humana de la enquistada desigualdad social y los servicios públicos infrafinanciados, hablar de «reconstruir mejor» parece condenado a quedar en nada. El resultado es una paradójica sensación de parálisis: paradójica porque hay un verdadero apetito de cambio; y, para mejor o para peor, algún tipo de transformación parece inevitable.

			Se han producido señales prometedoras de renovación intelectual. La creciente sensación de crisis en las democracias liberales del mundo ha creado un espacio para nuevas formas de pensar, y empezamos a vislumbrar un cambio tanto en los diagnósticos como en las soluciones, con un creciente interés en algunas reformas necesarias y fundamentales, desde asambleas ciudadanas a la renta básica universal. Sin embargo, falta un marco ético e ideológico subyacente y capaz de vincular ideas políticas a menudo diversas en un todo coherente. Esto será imposible a menos que nos remontemos a los primeros principios y reflexionemos sobre algunas cuestiones inevitablemente morales y filosóficas en relación con qué es justo y qué es equitativo, y qué significa vivir juntos como ciudadanos libres e iguales en una sociedad democrática. A la luz de los urgentes problemas que afrontamos —la pobreza y la desigualdad, la guerra, una crisis ecológica—, es tentador desestimar todo esto y considerarlo un mero ejercicio intelectual. Sin embargo, no es así en absoluto: se trata de un punto de partida esencial para desarrollar una política realmente transformadora. Después de todo, sin una idea nítida de adónde queremos ir, ¿cómo saber que nos encontramos en el camino correcto? ¿Y cómo hacer acopio de la energía necesaria para emprender el arduo trabajo político necesario para alcanzar ese objetivo? Está en juego algo más que las próximas elecciones; se trata de la oportunidad de configurar una filosofía pública para la era posliberal.

			Al asumir este desafío, de inmediato nos enfrentamos a una aparente falta de referentes intelectuales. A la mayoría de la gente le costará nombrar a un pensador reciente y destacado que pueda rivalizar con Friedrich Hayek o Milton Friedman, los pioneros del neoliberalismo, cuyas ideas sostuvieron las políticas de Margaret Thatcher y Ronald Reagan en los ochenta y que continúan moldeando nuestras sociedades.3De hecho, se nos perdonará si pensamos que las últimas décadas han sido un periodo estéril para el pensamiento político y que tenemos que empezar de cero. No obstante, eso está muy lejos de la verdad. El optimista mensaje de este libro quiere poner de relieve que las ideas que necesitamos están ocultas a simple vista en la obra del mayor filósofo político del siglo XX, John Rawls.

			Aunque muchas personas no han oído hablar de Rawls, sus ideas revolucionaron la filosofía política, y es quizá el único pensador de los últimos cien años cuyo lugar en el canon del pensamiento político occidental es universalmente aceptado, junto a Platón, Thomas Hobbes, Adam Smith y Karl Marx. Esta reputación se asienta, fundamentalmente, en su libro Teoría de la justicia, cuya publicación en 1971 marcó un punto de inflexión en la historia de las ideas políticas. Rawls propuso crear una visión de los mejores aspectos que podría desarrollar una sociedad democrática: en sus propias palabras, una «utopía realista».4Logró así lo que muchos creían imposible, o incluso una contradicción in terminis: dado que durante largo tiempo la política y la filosofía se han dividido entre la tradición liberal clásica, que valora las libertades individuales por encima de todo lo demás, y la tradición socialista, a menudo dispuesta a sacrificar esas libertades en nombre de la igualdad, Rawls articuló una filosofía comprometida a un tiempo con la libertad y con la igualdad en el nivel más profundo.5Sus ideas definen un liberalismo humano e igualitario, una alternativa muy necesaria al duro neoliberalismo que domina nuestro discurso político. En su obra encontramos un recurso intelectual, incomparable y sin embargo inexplorado, para responder a las crisis a las que hacemos frente en el presente.

			 

			 

			Así pues, ¿quién fue Rawls y de dónde proceden sus ideas? Johan Rawls —«Jack» para los amigos— nació en una próspera familia de clase media en Baltimore, Maryland, el 21 de febrero de 1921, el segundo de cinco hijos. Su madre, Anna Abele Rawls, una mujer realizada y políticamente activa, fue una de las primeras presidentas de la recién fundada Liga de las Mujeres Votantes en Baltimore.6Su padre, William Lee Rawls, era un abogado muy respetado y de gran éxito. La temprana infancia de Rawls estuvo marcada por las trágicas muertes de sus hermanos menores, Bobby y Tommy, uno de los cuales falleció después de que él le contagiara la difteria, una experiencia que le confirió un profundo reconocimiento del papel del azar en la configuración de nuestras vidas.7A pesar de su cómoda educación, el Rawls adulto recordó que su sentido de la justicia nació como consecuencia de la lucha de su madre por los derechos de las mujeres y de la creciente conciencia de la pobreza y del racismo cuando trabó amistad con otros niños menos privilegiados, a veces con la desaprobación de sus padres.8

			Rawls fue un buen estudiante, y en 1939 se matriculó en la Universidad de Princeton, donde cursó asignaturas como Química, Música, Matemáticas e incluso Historia del Arte antes de decidirse por la especialización en Filosofía. En Princeton, desarrolló un gran interés por la teología y la ética, con la idea de acceder a la Facultad de Teología y convertirse en sacerdote de la Iglesia episcopal. Sin embargo, estos planes se vieron interrumpidos por la Segunda Guerra Mundial. Tras graduarse en 1943, Rawls se enroló como soldado raso en infantería y recibió formación como comunicador de radio antes de ser enviado a Nueva Guinea, Filipinas y, por último Japón. El joven Rawls experimentó la violencia y la inhumanidad de la guerra de primera mano: su división se vio implicada en intensos combates (él recibió la Estrella de Bronce por su peligrosa incursión detrás de las líneas enemigas), y recorrió las ruinas de Hiroshima poco después de que esta ciudad fuera devastada por la bomba atómica estadounidense en agosto de 1945.

			Las experiencias de Rawls como soldado y su creciente conciencia de las atrocidades del Holocausto provocaron en él una profunda crisis de fe, lo que le llevó a abandonar sus ambiciones y sus creencias cristianas. En 1946, volvió a Princeton como estudiante de Filosofía, motivado por una nueva serie de preguntas que dieron forma a la obra de su vida. Ante el derramamiento de sangre y la crueldad de la guerra, Rawls se preguntó si la vida humana en la Tierra era realmente redimible. Si Dios no puede ser la base de nuestra fe en la posibilidad de una sociedad justa, ¿cuál podrá ser esa base? ¿Qué es exactamente lo que la justicia requiere de nosotros? ¿Y es realista pensar que podemos alcanzar una sociedad justa?

			Rawls consagró el resto de su vida a responder a estas preguntas. Dedicó veinte años a desarrollar sus ideas antes de publicar Teoría de la justicia a la edad de cincuenta años.9Para la historiadora Katrina Forrester, la recepción de este libro no tuvo precedentes, teniendo en cuenta que se trataba de «un volumen de filosofía densamente argumentada y de una extensión de 600 páginas».10No solo fue reseñado en publicaciones académicas, sino también en la prensa mainstream, como The New York Times, donde se lo describió como una «contribución inigualable a la teoría política» y fue considerado uno de los cinco libros más significativos del año.11La importancia histórica del libro fue reconocida de inmediato, y fue ampliamente alabado como una obra a la altura de las de John Stuart Mill o incluso Immanuel Kant.12Esta afirmación ha superado la prueba del tiempo: casi cuarenta años después, el filósofo G. A. Cohen escribió que «en la historia de la filosofía política occidental hay a lo sumo dos libros que pueden considerarse más grandes que Teoría dela justicia: la República de Platón y Leviatán de Hobbes».13Rawls pasó el resto de su vida defendiendo, refinando y, en algunos casos, corrigiendo el cuerpo de ideas que propuso en Teoría de la justicia, y entre otras cosas escribió otro libro relevante, El liberalismo político, publicado en 1993, una década antes de su muerte a los ochenta y un años.

			Los homenajes póstumos lamentaron el fallecimiento no solo de un gigante intelectual, sino también de un querido marido y padre de cuatro hijos, una persona de un singular carácter moral. La imagen que emerge de los testimonios de los amigos, colegas y antiguos estudiantes de Rawls es la de un hombre silencioso y reservado que pasaba la mayor parte de su tiempo trabajando o con su familia y amigos más íntimos, un profesor abnegado y minucioso que alentaba a las filósofas en un campo dominado por los hombres; y, a pesar de sus logros, un individuo de una notable humildad. Al recordar la «legendaria» modestia y bondad de Rawls hacia sus estudiantes, el filósofo Michael Sandel evocó el momento en el que recibió una llamada durante sus primeros días como joven profesor adjunto en Harvard, a principios de los ochenta. «Al otro lado de la línea, una voz vacilante dijo: “Soy John Rawls, R-A-W-L-S”. Era como si el propio Dios me hubiera invitado a almorzar y deletreara su nombre por si yo no sabía quién era».14

			 

			 

			Es casi imposible exagerar la influencia de Rawls en el ámbito académico. Antes de este pensador, la filosofía política, al menos en la tradición angloamericana, estaba más preocupada por el análisis lingüístico de los conceptos que por cuestiones sustantivas sobre cómo organizar la sociedad, hasta el punto de que el respetado historiador del pensamiento político Peter Laslett declaró en 1956: «En todo caso, por el momento, la filosofía política está muerta».15Tras la publicación de Teoría de la justicia, nadie podría sostener tal afirmación. La obra de Rawls aportó un modelo de pensamiento político constructivo y sistemático que inspiró a una nueva generación, lo que condujo a una «avalancha de literatura filosófica sobre la justicia social, política y económica sin parangón en la historia del pensamiento».16Rawls dio forma a esta literatura de un modo profundo, influyendo decisivamente tanto en las preguntas planteadas como en las diversas respuestas posibles. Desde luego, como con cualquier gran pensador, sus ideas fueron ferozmente rebatidas, pero, tal como en 1974 señaló Robert Nozick, uno de los principales contemporáneos (y críticos) de Rawls: «Ahora, los filósofos políticos trabajan con la teoría de Rawls o tienen que explicar por qué no lo hacen». En gran medida, esto sigue siendo cierto hoy en día.17

			Y, sin embargo, las ideas de Rawls han tenido escaso impacto en la política real. Más allá de los estudiantes de Filosofía, su trabajo se conoce poco; en palabras de Samuel Freeman, exalumno de Rawls y distinguido filósofo por méritos propios, la influencia de este pensador fuera del mundo académico ha sido «nula».18Aunque algunos pensadores de la «tercera vía» flirtearon con sus ideas en los ochenta, todo quedó en nada, y hay escasas evidencias de su idealismo o de su radicalismo económico en las políticas de Bill Clinton o Tony Blair en los noventa y los dos mil.19Desde entonces, Rawls ha sido ampliamente ignorado en el debate político dominante.20En realidad, es difícil pensar en algún otro pensador político respecto al que exista un abismo tan notable entre su influencia en el seno del mundo académico y aquella en la sociedad en su conjunto.

			¿Cómo podemos explicar este hecho sorprendente? En primer lugar, está la personalidad de Rawls. A Rawls no le gustaba hablar en público, en parte debido al tartamudeo que desarrolló en la adolescencia después de la muerte de sus hermanos menores. A diferencia de lo que ocurría con algunos de sus contemporáneos más conocidos, a Rawls le interesaba poco desempeñar el papel de «intelectual público». Casi nunca concedía entrevistas; solía declinar los premios e invitaciones, y rara vez comentaba cuestiones políticas en público.21

			La falta de influencia de Rawls en la política real también refleja la naturaleza abstracta de su trabajo. Era un filósofo de filósofos. Le interesaba plantear las cuestiones más profundas y fundamentales. ¿Qué es la justicia? ¿Cuál es la naturaleza de la legitimidad democrática? ¿Cómo podemos equilibrar las exigencias de libertad y de igualdad? Aunque su objetivo era desarrollar principios que nos ayudaran a determinar cómo organizar la sociedad, opinó relativamente poco sobre los aspectos prácticos de sus ideas, convencido de que esa tarea correspondía a los investigadores sociales.22

			Por último, hay que tener presente el contexto político en sentido amplio en el que escribía Rawls. Una de las ironías de su legado consiste en que, cuando sus ideas empezaron a dominar la filosofía política, la política real se movía en la dirección opuesta, con el auge de Reagan y Thatcher. El liberalismo igualitario de Rawls parecía extrañamente al margen de su época. En el periodo posterior, su potencial como base para una nueva dirección política se ha visto en parte oscurecido por malinterpretaciones que han llevado a algunos a desdeñar sus ideas como poco menos que una defensa nostálgica del Estados Unidos de la posguerra.23

			Desde otra perspectiva, sin embargo, la brecha entre la incomparable estatura de Rawls en el ámbito de la filosofía y la ausencia de impacto público puede no resultar tan extraña como parece. A menudo hacen falta una o dos generaciones para que los pensadores realmente grandes se filtren en la conciencia popular: aunque Adam Smith escribió en la segunda mitad del siglo XVIII, su escritura influyó realmente en la emergente política liberal clásica en el siglo XIX; y aunque Marx fue un autor influyente en el siglo XIX, sus ideas alcanzaron su mayor impacto en las revoluciones y sociedades comunistas del siglo XX.24Ahora, por primera vez desde la publicación de Teoría de la justicia, hace más de cincuenta años, existe una urgente necesidad y el deseo de un pensamiento político sistemático a una escala que solo puede proporcionar un filósofo como Rawls; y sus ideas son excepcionalmente adecuadas para los desafíos que afrontamos actualmente.

			 

			 

			A pesar de toda la riqueza y complejidad de los escritos de Rawls, en el corazón de su teoría de la justicia hay una idea asombrosamente sencilla y poderosa: que la sociedad debe ser justa. Si queremos saber cómo sería, argumentó, debemos preguntarnos en qué tipo de mundo elegiríamos vivir si no supiéramos quienes vamos a ser: ricos o pobres, cristianos o musulmanes, gais o heterosexuales. Rawls propuso utilizar este experimento mental, al que dio el nombre de «posición original», para identificar un nítido conjunto de principios que podrían guiarnos a la hora de diseñar nuestras principales instituciones sociales y políticas. Si elegimos nuestros principios así, tras un «velo de ignorancia», serán justos, como cuando alguien divide una tarta de la forma más equitativa posible porque no sabe cuál será la porción que acabará por tocarle.

			Rawls argumentó que seleccionaríamos dos principios fundamentales, preocupados por la libertad y la igualdad respectivamente, junto a otro principio de sostenibilidad y justicia «intergeneracional». En primer lugar, elegiríamos proteger nuestras libertades políticas y personales más destacadas, entre ellas la libertad de conciencia, de expresión y de asociación, así como los derechos de sufragio equitativo y la oportunidad de influir en el proceso político en un sentido amplio. A fin de cuentas, si no sabemos quiénes vamos a ser en sociedad, no nos arriesgaremos a ser perseguidos por nuestras creencias religiosas o nuestras preferencias sexuales, o a que se nos niegue el derecho al voto por nuestro género o color de piel.

			El primer principio —el «principio de libertades básicas»— es lo que determina que la teoría de Rawls sea inequívocamente liberal, y aporta la base para diseñar una constitución y un sistema político democráticos. Su segundo principio, que incluye dos aspectos entrelazados, crea un marco para pensar en nuestras estructuras sociales y económicas, y es un principio que confiere a su teoría un aroma típicamente igualitario. Todos nosotros, argumenta, queremos vivir en una sociedad en la que cada cual tenga una oportunidad equitativa de triunfar en la vida, independientemente de su clase, raza o género. Esta noción —que Rawls denominó «igualdad equitativa de oportunidades»— no solo implica prevenir la discriminación, sino también intentar conceder a todos la misma oportunidad de desarrollar y aplicar sus talentos y habilidades. Al mismo tiempo, Rawls argumentó que solo permitiríamos las desigualdades cuando en última instancia nos beneficiaran a todos —por ejemplo, estimulando la innovación y el crecimiento—, y que organizaríamos nuestra economía para maximizar las oportunidades vitales de los menos favorecidos, a lo que denominó «principio de diferencia». Si quienes tienen menos pueden aceptar que la sociedad es justa, argumentó, entonces quienes tienen más también podrán asumir esa idea.

			Junto a estos dos principios, que gobernarían la relación con nuestros conciudadanos en el presente, reconoceríamos nuestras obligaciones hacia las futuras generaciones adoptando el «principio de ahorro justo», según el cual tenemos el deber fundamental de mantener los ecosistemas vitales de los que depende la sociedad. Todo lo que hagamos para aumentar la prosperidad y elevar la calidad de vida de los menos favorecidos debe ser coherente con este compromiso básico de protección social y medioambiental.

			Imagino que este breve resumen habrá suscitado tantas preguntas como respuestas aporta. ¿Por qué la «posición original» es la forma correcta de pensar en la equidad? ¿Realmente elegiremos estos principios por encima del resto de alternativas? ¿Qué libertades cuentan como «libertades básicas»? ¿Exactamente cómo puede la desigualdad beneficiar a todos?

			En la primera parte de este libro explicaremos las principales ideas filosóficas de Rawls y responderemos a las diversas críticas y malinterpretaciones que han suscitado. Pero mi objetivo no se limita a describir y explicar esos conceptos, sino que consiste en utilizarlos y aplicarlos. Por lo tanto, en la segunda parte de este libro lo retomaremos donde Rawls lo dejó, y analizaremos hasta qué punto nuestras sociedades actuales están lejos de su ideal inspirador y, fundamentalmente, desarrollaremos una audaz agenda práctica para hacerlo realidad. Así, descubriremos cómo la teoría de Rawls puede ayudarnos no solo a defender, sino también a recrear el liberalismo, como un conjunto de valores y como una forma de organizar la sociedad.

			 

			 

			¿Por qué merece la pena defender el liberalismo?

			En los últimos años, el liberalismo se ha convertido en un término maltratado tanto por la izquierda como por la derecha. En la imaginación popular, el liberalismo es sinónimo del sistema político oficial; y, para muchas personas, criticarlo ha pasado a ser un comodín para expresar el descontento con la sociedad actual. Entre las diversas críticas sobresalen dos líneas de ataque. La primera —que definiríamos como crítica «igualitaria»— asocia las ideas liberales con un compromiso primordial con el capitalismo de libre mercado. Desde esta perspectiva, el problema del liberalismo es su control de las estructuras económicas que constituyen la fuente de muchos de los problemas que afrontamos: pobreza, desigualdad, inseguridad y crisis climática. Una segunda línea de ataque, más habitual en la derecha, aunque visible en todo el espectro político, es la creencia de que el liberalismo se basa en una concepción individualista de la naturaleza humana que no logra reconocer la importancia de la familia, la comunidad y la religión en nuestras vidas. Desde esta perspectiva —que a menudo recibe el nombre de crítica «comunitarista»—, se considera que las ideas liberales son al menos parcialmente responsables de una serie de problemas, desde el consumismo feroz al colapso de la familia y, en un sentido amplio, de la alienación social y espiritual.

			 

			 

			Estas críticas no deben tomarse a la ligera. Apuntan a problemas reales y no están del todo equivocadas al señalar con el dedo algo que recibe el nombre de «liberalismo». Sin embargo, el liberalismo no es un único conjunto de ideas o políticas, sino una tradición intelectual y política amplia y en constante evolución; una realidad que a menudo sus críticos no saben reconocer. Estos reproches se entienden mejor como críticas no al liberalismo per se, sino al neoliberalismo.25

			El propio Rawls ha recibido críticas similares, pero, en su mayor parte, se basan en un malentendido. Si se comprenden correctamente, sus escritos definen un liberalismo mucho más atractivo y capaz de responder a estas preocupaciones. Como veremos, su obra aporta una de las críticas más exhaustivas al capitalismo desarrolladas por cualquier pensador liberal, y un poderoso argumento en pro de una sociedad más humana, equitativa y sostenible. Y lejos de celebrar el individualismo egoísta, la cooperación y la reciprocidad son los pilares de la teoría de Rawls, una teoría que reconoce el papel esencial que la familia, la comunidad y la religión desempeñan en la mayor parte de nuestras vidas.

			Al contrario de lo que mucha gente piensa, el liberalismo igualitario de Rawls y de la generación de filósofos que han desarrollado y refinado sus ideas representa la corriente principal de la filosofía política liberal actual.26De hecho, es sorprendentemente difícil encontrar una defensa filosófica seria del tipo de individualismo o fundamentalismo del mercado que mucha gente ha llegado a asociar al liberalismo. Que esta realidad no sea más ampliamente reconocida refleja, al menos en parte, un fracaso por parte de los filósofos contemporáneos, incluido Rawls, a la hora de difundir sus teorías a públicos más amplios y comprometerse directamente con las acuciantes cuestiones políticas del presente.

			Dicho compromiso es esencial, porque reinventar el liberalismo como tradición intelectual no es un fin en sí mismo, sino el primer paso para desarrollar una política realmente progresista y capaz de propiciar una sociedad mejor. Al utilizar aquí el término «progresista» no pretendo sugerir que este libro esté dirigido a un partido o grupo político específico: parte del atractivo de las ideas de Rawls es su capacidad de trascender, o al menos difuminar, algunas de las conocidas fronteras en el seno de nuestras sociedades. Comprometernos con su pensamiento nos brinda la oportunidad —al margen de a quién votemos, y tanto si tendemos a identificarnos como liberales, conservadores, socialistas, verdes o con ninguno de estos grupos— de contemplar de forma renovada nuestras ideas sobre la política y la sociedad.

			Dicho esto, las ideas de este libro le sonarán más familiares a quien se encuentre en el ala «izquierda» o «progresista» del espectro político. En parte ello se debe a que los principios de Rawls nos invitan a cambiar nuestras instituciones políticas y económicas más básicas —cómo organizamos el proceso democrático, el papel del Gobierno y los mercados en la sociedad—, a veces de una forma profunda. En este sentido, representan una alternativa a la deferencia a la tradición, que constituye uno de los signos distintivos del pensamiento político «conservador». También son «progresistas» en el sentido de asumir un gran compromiso con una sociedad diversa, tolerante y sustancialmente más equitativa.

			Y, sin embargo, aunque empáticamente igualitaria, la teoría de Rawls también representa una alternativa a la tradición socialista. No se trata de menospreciar al socialismo, al menos no en su forma democrática.27Hay una larga historia de diálogo fructífero entre los liberales igualitarios y los socialistas democráticos —de hecho, estas dos tradiciones tienen mucho en común—; y en los últimos años los así autodenominados «socialistas» —inspirados por Jeremy Corbyn en el Reino Unido o Bernie Sanders y Alexandria Ocasio-Cortez en Estados Unidos— han sido una fuente importante de dinamismo dentro de la familia progresista en un sentido amplio. Sin embargo, la política socialista sigue teniendo una tendencia hacia el estatismo y en cierto modo una hostilidad dogmática hacia los mercados y la empresa privada; y, aunque los socialistas actuales manifiestan con claridad contra lo que están —desigualdad, pobreza, capitalismo—, es menos obvio saber exactamente a favor de qué están o cuál es el objetivo a largo plazo hacia el que puede tender el socialismo.28El resultado es una política carente de un sentido de orientación profunda, lo cual no es solo un problema intelectual, sino también un obstáculo real para el éxito electoral. Una de las principales críticas al manifiesto «socialista» del Partido Laborista bajo el liderazgo de Jeremy Corbyn en las elecciones generales de 2019 en el Reino Unido era que, aunque estaba lleno de políticas populares a nivel individual, como el aumento de impuestos a las grandes fortunas y la nacionalización de los ferrocarriles, parecía más una lista de deseos que un programa coherente para conseguir una sociedad mejor.

			Aunque las ideas de Rawls pueden aportar una mayor coherencia y ambición a las políticas progresistas, también nos demuestran cómo podemos superar algunas de las divisiones sociales y culturales en nuestras sociedades. Una crítica habitual a la actual política progresista es que se ha convertido en una forma de «política de identidad», esto es, que tiende a defender los intereses de grupos específicos —las mujeres, los negros, los discapacitados, la comunidad LGBTQ+— en lugar de defender una idea inclusiva del bien común. Esta valoración es, a menudo, exagerada: campañas como «Black Lives Matter» no tienen que ver con privilegiar los intereses de un grupo sobre otro, sino con garantizar los derechos y oportunidades de los negros y otras minorías, que nosotros damos por sentado. En cambio, el auge del nacionalismo blanco en la derecha sí que representa la política identitaria en su forma más manifiesta y peligrosa. En todo caso, los principios de Rawls constituyen una alternativa unificadora a la política identitaria, lo cual no significa abandonar la lucha por, digamos, la justicia social o los derechos de los homosexuales. Tampoco hay nada malo en que los grupos desfavorecidos se organicen para defender sus reivindicaciones; de hecho, esta ha sido una constante fuente de progreso. Más bien significa dejar claro que estas luchas forman parte de un proyecto más amplio de consecución de los valores universales. Asimismo, las ideas de Rawls nos demuestran cómo podemos superar la falsa elección entre proteger los derechos de grupos específicos y desarrollar una agenda económica que los beneficie a todos. Cualquier política progresista significativa debe hacer ambas cosas.

			Una de las tendencias más llamativas de las últimas décadas ha sido el modo en que la política se ha visto cada vez más condicionada por diferencias en la cultura y los valores personales. El escritor David Goodhart bautizó memorablemente esta división como los «cualquier lugar» y los «algún lugar».29Los partidos progresistas dominantes están controlados por personas con una perspectiva «culturalmente liberal» —suelen ser más jóvenes y con un mayor nivel educativo, viven en ciudades y son menos religiosos— y se han esforzado por conectar con ciudadanos de una sensibilidad más «tradicional» o «conservadora», normalmente más mayores y más religiosos, con un nivel educativo más bajo y residentes en pequeñas ciudades o en el campo.30En un grado acaso mayor que cualquier otro pensador liberal, Rawls quiso apelar explícitamente a personas con creencias morales y religiosas muy diferentes, y su filosofía puede ayudarnos a traspasar, o incluso trascender, esa línea divisoria.

			Las ideas de Rawls también ofrecen la base para una política progresista verdaderamente transformadora, en el sentido de estar a la altura de los problemas que afrontamos. Como veremos, cada uno de sus principios tiene implicaciones de gran alcance en el mundo real: su principio de libertades básicas exige reformas radicales para cambiar la financiación de los partidos políticos y los medios de comunicación, e implica involucrar más directamente a los ciudadanos en el proceso democrático; y su segundo principio, en combinación con su compromiso por la sostenibilidad a través del principio del ahorro justo, proporciona la base para una reconfiguración fundamental de nuestras instituciones económicas. De hecho, es en este último campo en el que realmente entendemos las profundas implicaciones de sus ideas. Nuestra primera prioridad debe ser evitar el desastre ecológico y climático mientras aún estemos a tiempo, y propiciar la transición hacia una sociedad realmente sostenible: una transformación que cambiará prácticamente todos los aspectos de nuestra vida y que es un requisito no solo para la supervivencia de la democracia liberal, sino también de la propia humanidad. Al mismo tiempo, debemos adoptar un programa económico que no solo afronte la discriminación e instaure la igualdad de oportunidades, sino que asimismo aborde la desigualdad en su raíz, confiera un poder real a los trabajadores y garantice la posibilidad de un empleo digno y significativo para todos.

			En el transcurso de este libro, ensamblaremos un programa integral que refuerce nuestra democracia y transforme la economía. En última instancia, el objetivo es utilizar la teoría de Rawls para construir una «utopía realista»: describir el conjunto de instituciones al que podemos aspirar dado lo que sabemos de la naturaleza humana y las limitaciones del mundo natural. De este modo, espero disipar el pesimismo que frena a nuestras sociedades, como si nuestras manos estuvieran atadas por rígidas leyes económicas y la reforma a gran escala estuviera condenada al fracaso. Como veremos, ese pesimismo no está justificado: hay muchas ideas excitantes y factibles relativas a cómo hacer las cosas de un modo diferente, y utilizaremos los principios de Rawls como el marco para reunir las propuestas más interesantes en un único lugar, buscando inspiración en las lecciones de la historia, en las evidencias de las ciencias sociales (entre ellas mi propia disciplina, la economía) y en ejemplos inspiradores procedentes de todo el mundo. Esto nos llevará más allá de las propias observaciones de Rawls, breves y a menudo meras tentativas; en algunos casos, tendremos incluso que alejarnos de lo que el propio Rawls escribió. Después de todo, sus comentarios no son la última palabra; ¿cómo podrían serlo? Los problemas que afrontamos y nuestra comprensión del mundo están en un proceso constante de cambio y evolución, y al aplicar estos principios debemos aspirar a apoyarnos en la mejor información disponible. Aunque ninguna institución es perfecta y no podemos estar seguros de cómo funcionará una nueva política hasta que la apliquemos, la necesidad de cambio es abrumadora. En última instancia, los verdaderos obstáculos para la reforma son políticos, no prácticos.

			Es importante señalar, para empezar, que los principios de Rawls y las propuestas descritas en este libro constituyen, simplemente, una contribución al debate democrático: son un conjunto de argumentos susceptibles de ser analizados y debatidos. Esto puede parecer obvio, pero una reacción habitual a Rawls, y a la filosofía política en un sentido más amplio, consiste en afirmar que se trata de un intento «elitista» de influir en el debate democrático. ¿Por qué deberíamos aceptar la opinión de un filósofo como base para organizar la sociedad? ¿No deberíamos delegar estas cuestiones en la gente? Dada la actitud despectiva que las élites políticas suelen adoptar hacia los puntos de vista «ordinarios» de los ciudadanos, estas preocupaciones son completamente razonables. Sin embargo, en una sociedad democrática, los argumentos planteados por los filósofos políticos son justamente eso, argumentos; y el público que los recibe no es un Estado todopoderoso, sino la ciudadanía en su conjunto. Aunque propondré cambios específicos a la forma en que organizamos la sociedad, mi objetivo no es crear un modelo inamovible, sino demostrar el poder y la flexibilidad de la teoría de Rawls para ayudarnos a pensar cómo construir una sociedad mejor. Estas ideas no son una alternativa al debate democrático, sino una parte integral de este; y el hecho de que tengan o no influencia dependerá exclusivamente de su capacidad para persuadir a un número suficiente de ciudadanos de que merece la pena seguirlas; ni más ni menos.

			¿Cuáles son las opciones de que algunas de estas ideas ejerzan un impacto significativo en la política real? ¿Cómo superar la inevitable resistencia de las élites atrincheradas cuyo control del poder político y los recursos económicos será puesto en entredicho por esas ideas? Volveré a estas preguntas en la conclusión del libro. No obstante, hemos de recordar que lo que resulta políticamente factible no está predeterminado; depende de aquello en lo que cree la gente y por lo que está dispuesta a luchar. Mi objetivo en este libro es esbozar una visión del aspecto que tendría una sociedad justa, y convencer al lector de que eso es algo moralmente deseable y virtualmente factible. Lograrlo, sin embargo, exigirá determinación y un compromiso con la acción para cambiar las mentes, ganar elecciones y experimentar con nuevas políticas e instituciones.

			A menudo vuelvo a una cita concreta que, en mi opinión, condensa cuanto hay de único e inspirador en las ideas de Rawls. Se encuentra en la reseña a Teoría de la justicia que el filósofo Thomas Nagel escribió en 1973. «La perspectiva expresada en este libro no es característica de su época —escribió Nagel— porque no es pesimista, ni alienada, ni iracunda, ni sentimental ni utópica. En cambio, transmite algo que hoy puede parecer increíble: una afirmación esperanzada en las posibilidades humanas».31En la actualidad necesitamos, más que en ninguna otra época, este tipo de perspectiva. Tengo la esperanza de que este libro ilumine con el mismo espíritu los problemas que afrontamos hoy, y que infunda en el lector una renovada confianza en la posibilidad de una sociedad mejor y también la energía para salir ahí fuera y convertirla en realidad.
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			Capítulo 1

			¿Qué es justo?

			La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales, como la verdad lo es de los sistemas de pensamiento. Por elegante y económica que resulte, hay que rechazar una teoría si es falsa; del mismo modo, las leyes y las instituciones, independientemente de su eficacia y su buena organización, deben ser reformadas y abolidas si son injustas.

			JOHN RAWLS, Teoría de la justicia1

			Tendemos a dar por sentada la forma en que se organiza la sociedad: las instituciones políticas y económicas cambian lentamente, y pueden adoptar un aura de naturalidad o inevitabilidad. Pero no debemos engañarnos por esta ilusión. No hay una forma natural o neutral de organizar la sociedad: nuestra democracia y economía son el producto de decisiones humanas, y cambiarlas está a nuestro alcance. Juntas, estas estructuras comprenden un sistema social que, en palabras de Rawls, «no es un orden inmutable más allá del control humano, sino un patrón de acción humana».2

			Nuestras sociedades requieren de una variedad de instituciones para funcionar: necesitan estructuras políticas, como parlamentos y elecciones, que podemos utilizar para tomar decisiones colectivas; un sistema legal, que incluye tribunales y un sistema judicial, para hacer cumplir estas decisiones; instituciones económicas, como mercados y derechos de propiedad, que facilitan la producción y el comercio, y estructuras sociales, como la familia, que contribuyen a sostener nuestra sociedad y transmiten nuestra cultura compartida de una generación a la siguiente. Estas instituciones —a las que Rawls se refiere como «estructuras básicas» de la sociedad— influyen en nuestra vida de una forma profunda e inevitable porque determinan nuestros derechos y obligaciones como ciudadanos, y las oportunidades que se nos brindan a través del trabajo y la educación; y, gracias a su impacto en la cultura, incluso dan forma a nuestros valores, sueños y aspiraciones y, por lo tanto, al tipo de personas que somos y queremos ser.

			En una democracia compartimos la responsabilidad moral colectiva del diseño de las estructuras básicas de nuestra sociedad y el impacto que tiene en nuestras vidas. Para Rawls, la justicia tiene que ver con esto, y dedicó su vida a identificar un inequívoco conjunto de principios que pudieran servirnos de guía en el diseño de estas instituciones. Su punto de partida era la idea de que la sociedad debería ser justa, razón por la que llamó a su teoría «justicia como equidad». En efecto, la obra de su vida consistió en desentrañar esta idea fundamental: pensar lo que significaría vivir en unos términos que todos pudieran aceptar como justos. Como vimos en la Introducción, Rawls propuso un experimento mental poderoso e intuitivo, que denominó «posición original», para responder a esta cuestión. Si queremos saber cómo sería una sociedad justa, argumentó, debemos preguntarnos cómo elegiríamos organizarla si desconociéramos nuestras circunstancias individuales en su seno, como si actuáramos detrás de un «velo de ignorancia».

			Rawls sostuvo que elegiríamos dos principios de justicia general, relacionados con la libertad y con la justicia, respectivamente, junto con otro principio de justicia intergeneracional y de sostenibilidad. Como veremos a lo largo de este libro, estos principios ofrecen un marco notablemente elocuente y poderoso para pensar muchos de los desafíos que nuestras sociedades afrontan en la actualidad, desde la libertad de expresión y el papel del dinero en la política, a los relacionados con la pobreza debida a la desigualdad y la crisis climática y ecológica; y en la segunda parte del libro, adoptaremos estos principios como base para desarrollar un programa práctico para propiciar un cambio a mejor en nuestra sociedad.

			Sin embargo, antes de asumir estos desafíos de la vida real, hemos de examinar con más detalle los propios principios. Aunque apenas suman unas cien palabras en total, son la esencia de la teoría de Rawls y contienen un conjunto de ideas de una enorme riqueza.

			Los dos principios de la justicia de Rawls

			Primer principio: cada persona ha de tener el mismo derecho a un régimen plenamente adecuado de libertades y derechos básicos equitativos, compatible con el mismo régimen aplicado a todos; y en él las libertades políticas equitativas, y solo estas libertades, deben tener garantizado su justo valor.

			Segundo principio: las desigualdades sociales y económicas deben satisfacer dos condiciones: primera, deben estar vinculadas a puestos y cargos abiertos a todos en condiciones de igualdad de oportunidades; y segunda, han de concebirse para el mayor beneficio de los miembros menos favorecidos de la sociedad, en coherencia con el principio de ahorro justo.3

			A primera vista, los principios son bastante densos: no es obvio a qué se refieren o por qué son tan particulares, y el objetivo de este capítulo es explicar todo esto. Pero una cosa sí parece muy evidente: han sido concebidos para responder a la pregunta específicamente política de cómo deberíamos organizar nuestras instituciones sociales más importantes, más que a cuestiones morales generales sobre lo que hace valiosa la vida o cuáles son nuestros deberes hacia nuestros amigos o familiares. Este énfasis en la justicia «social» —la justicia de las instituciones, en oposición a la justicia de las acciones individuales— aleja a Rawls de muchos pensadores de la tradición liberal, hasta el punto de que un relevante filósofo se refirió a este aspecto de su teoría como «la mayoría de edad de la filosofía política liberal».4

			Rawls también distinguía entre «justicia doméstica» —en el centro de su teoría— y «justicia local» y «global».5La justicia doméstica y, por lo tanto, los principios de Rawls se preocupan por cómo debemos organizar las estructuras básicas de la sociedad —las instituciones fundamentales sin las que esta no puede funcionar—; Rawls no pretende decirnos cómo hemos de organizar la vida interna de las diversas asociaciones que operan en el «interior» de esa estructura básica, como las familias, las iglesias o los equipos deportivos,6sino que piensa más en lo que sería la «justicia local». Por supuesto, los principios de Rawls imponen ciertos límites al modo de operar de estas asociaciones; las iglesias no pueden castigar a los herejes, y los padres no pueden privar a sus hijos de ayuda médica o de una educación digna. Pero dentro de estos amplios límites, las asociaciones privadas deberían ser libres de organizarse a sí mismas según su conveniencia.

			Estos principios tampoco están diseñados para responder a cuestiones relacionadas con la «justicia global» —la justicia entre países y no en el seno de estos—, como las obligaciones que los países ricos tienen con los pobres, o si un país puede intervenir en otro para proteger los derechos humanos. En el contexto de las enormes desigualdades globales, el cambio climático e incluso la guerra, sin duda se trata de asuntos acuciantes, con implicaciones prácticas de enorme relevancia, desde cómo estructurar el sistema del comercio global a la cantidad de dinero que hay que invertir en ayuda internacional y cómo debemos compartir los costes de la eliminación gradual de los combustibles fósiles y la adaptación a un planeta más cálido. Sin embargo, las relaciones entre países difieren significativamente de las relaciones entre ciudadanos dentro de un mismo país, y averiguar los detalles de estas obligaciones exige otro conjunto de principios.7Siguiendo a Rawls, nos centramos en la justicia doméstica —en el diseño de las instituciones básicas de un país—, ya que el desacuerdo sobre esta cuestión es lo que apuntala la crisis de fe en la democracia liberal que vivimos hoy, y debe ser el punto de partida para la renovación política y social que tan urgentemente necesitamos.8

			
			LIBERTAD

			La base de toda democracia liberal es el compromiso de proteger ciertos derechos y libertades fundamentales. En la actualidad todo el espectro político acepta esta idea, que es la fuerza motriz que impulsa el movimiento moderno en pro de los derechos humanos, y muchos países recogen una serie de derechos fundamentales en sus constituciones escritas. Y, sin embargo, aunque existe un acuerdo general de que todo el mundo merece ciertas libertades básicas, persiste el desacuerdo en relación con cuáles deberían ser. ¿La población gay debe tener derecho a casarse? ¿Deben las mujeres tener derecho al aborto? ¿Y qué deberíamos hacer cuando nuestras libertades básicas entran en conflicto? Por ejemplo, ¿debería la libertad de expresión conceder a las personas religiosas el derecho a negarse a servir a un cliente gay?

			El primer principio de Rawls —el principio de libertades básicas— puede ayudarnos a responder a estas difíciles cuestiones. Empecemos echando un vistazo a las libertades que Rawls consideraba como verdaderas «libertades básicas» (en este análisis, utilizaré «libertades» y «derechos» de forma intercambiable). Podemos agruparlas en tres categorías amplias: personales, políticas y procesales.9Las libertades personales incluyen la libertad de conciencia, pensamiento y expresión, la libertad de asociación y los derechos necesarios para garantizar nuestra libertad individual y nuestra integridad física, incluyendo el derecho a estar libres de violencia y coerción, libertad de movimientos, la libre elección de un empleo, el derecho a una vida familiar privada, la libertad de elección en cuestiones sexuales y reproductivas, y el derecho a poseer propiedades personales, como casa y ropa. Estas libertades crean un espacio protegido en el que podemos pensar libremente y perseguir nuestra propia idea de cómo queremos vivir nuestra vida: qué religión queremos seguir, si decidimos adherirnos a alguna; con quién queremos establecer una relación y si deseamos crear una familia; qué tipo de trabajo queremos hacer y cómo pasamos nuestro tiempo libre. Todo ello refleja un profundo compromiso con el ideal liberal de una sociedad en la que personas con diferentes valores morales y religiosos pueden convivir, y en la que acordamos no utilizar el poder del Estado para imponer nuestras creencias a los demás. En una época de auge de la intolerancia y de incipientes «guerras culturales», este compromiso es más importante que nunca.

			A continuación, están las libertades políticas, que abarcan todos los derechos y libertades que sostienen el proceso democrático. En ellas se incluyen no solo el derecho de voto y a presentarse a un cargo público, sino también las importantes libertades de asociación y discurso político, que incluyen el derecho a fiscalizar y criticar al Gobierno y a formar partidos políticos y grupos de campaña. Significativamente, el primer principio de Rawls no solo pretende garantizar nuestros derechos políticos formales y equitativos, sino también crear un sistema político en el que disfrutemos de oportunidades sustancialmente ecuánimes para ejercer esos derechos e influir en la toma colectiva de decisiones, independientemente del patrimonio, la raza, el género, etc. Esto es lo que Rawls quería decir con su afirmación de que se debe «garantizar su valor justo» a las libertades políticas equitativas.10En las democracias más avanzadas, los individuos ricos y las empresas poderosas han llegado a ejercer una influencia desmesurada en el proceso democrático, en gran medida gracias a las donaciones a partidos políticos y a la propiedad de medios de comunicación. La tendencia de la democracia a convertirse en plutocracia —el gobierno de los ricos— preocupaba profundamente a Rawls, que afirmó que el fracaso a la hora de afrontar esta cuestión era uno de los problemas más graves de nuestras sociedades.11Como analizaremos en el capítulo 15, lograr la igualdad política en este sentido exigirá reformas de gran calado en la democracia tal como la conocemos, empezando por un nuevo sistema de financiación de los partidos políticos y los medios de comunicación.

			Las libertades personales y políticas son las libertades nucleares sustantivas protegidas por el principio de libertades básicas, y corresponden a los aspectos liberales y democráticos del conocido término «democracia liberal». Junto a ellas están lo que podríamos llamar «libertades procesales» o los derechos y libertades asociados al Estado de derecho. En el nivel más básico, el «Estado de derecho» significa que el Estado debe actuar de acuerdo solo con las leyes que han sido aprobadas a través de procesos políticos legítimos. Es más, todo el mundo debe someterse a las mismas leyes, que han de aplicarse de forma regular e imparcial. En términos prácticos, las libertades procesales sustentan protecciones vitales como el derecho a no sufrir un arresto arbitrario y el derecho a un juicio justo. Estas libertades son una condición previa para disfrutar del resto de libertades básicas: a fin de cuentas, sin el Estado de derecho, la democracia sería irrelevante, ya que el Estado podría actuar con impunidad y no se podría garantizar ninguna de nuestras libertades personales.

			Sin embargo, ¿qué significa que una libertad sea «básica»? Las libertades básicas, como las concibió Rawls, son a un tiempo «fundamentales» e «inalienables». Son «fundamentales» en el sentido de que una libertad básica solo se puede limitar para proteger otra libertad básica. Veamos un ejemplo relativamente incontrovertible: podemos limitar la libertad de expresión para evitar la violencia y proteger así nuestro derecho a la seguridad e integridad física, pero sería un error que el Estado limitara nuestras libertades básicas para satisfacer el punto de vista moral o religioso de la mayoría. Así pues, por ejemplo, sería desacertado prohibir las relaciones homosexuales solo porque algunas personas —o incluso la mayor parte de la gente— piensen que la homosexualidad es pecado. De un modo análogo, el Estado no puede limitar la libertad de una minoría religiosa para satisfacer las creencias de la mayoría. No importa nuestro nivel de desa­cuerdo con nuestros conciudadanos en relación con la religión y la moralidad personal, el principio de libertades básicas nos exige respetar la libertad de cada individuo para vivir conforme a sus creencias. El único límite a esta libertad es la libertad de los demás a hacer lo mismo.

			La protección de las libertades básicas asumida por el primer principio de Rawls también tiene prioridad sobre la búsqueda de justicia económica, que es el núcleo de su segundo principio (en otras palabras, el orden en el que enunció sus principios tiene una gran relevancia).12Así, por ejemplo, el Estado no puede arrebatar los hijos a sus padres, aunque al actuar así fomente la igualdad de oportunidades, y no puede saltarse el proceso democrático ni marginar a un grupo de votantes, aunque estas acciones redunden en un crecimiento económico más rápido y faciliten la erradicación de la pobreza. En otras palabras, podemos rechazar inmediatamente el tipo de argumentos que los comunistas autoritarios han planteado en ocasiones para justificar la negación de las libertades políticas y personales básicas, y que siguen vigentes en la China actual y en otros lugares. Y, evidentemente, no solo la extrema izquierda ha pretendido subordinar las libertades básicas a la economía: lo mismo puede decirse de neoliberales autoritarios como el general Augusto Pinochet, que dirigió un brutal régimen de libre mercado en Chile en los años setenta y ochenta.

			Las libertades básicas son, también, «inalienables», en el sentido de que no podemos «alienarnos» o renunciar voluntariamente a ellas.13En otras palabras, en una sociedad organizada según este principio no podemos vendernos como esclavos o vender nuestro voto aunque queramos hacerlo. Para Rawls, el papel del Estado no es, como creen algunos libertarios, hacer cumplir los contratos voluntarios; consiste más bien en mantener las condiciones que constituyen la base para nuestra libertad e igualdad como ciudadanos, y permitir la esclavitud iría en contra de ese compromiso básico.

			 

			 

			La explicación que da Rawls de cuáles son las libertades «básicas» incluye muchos aspectos distintivos que diferencian su teoría de las de otros pensadores liberales, con importantes implicaciones prácticas.

			En primer lugar, como hemos visto, explicó que las libertades personales y políticas —o liberales y democráticas— son «básicas» y, por lo tanto, merecen una protección especial. A menudo hablamos de esas libertades como si fueran inseparables; de ahí el término «democracia liberal». Pero no siempre ha sido así, y, al otorgar a ambos tipos de libertad un peso equivalente, Rawls pretendió trascender una importante división filosófica.14A un lado de esta división se encuentra una escuela de pensamiento que suele asociarse con el filósofo del siglo XVIII Jean-Jacques Rousseau, pero cuyas raíces se remontan a la Atenas clásica. Esta escuela defiende que las libertades políticas o democráticas, que el filósofo Benjamin Constant llamó «las libertades de los antiguos» en un influyente ensayo de 1819, son las más importantes. Desde esta perspectiva, libertades personales como la libertad religiosa o de conciencia son, en el mejor de los casos, instrumentalmente relevantes porque contribuyen a fomentar una saludable cultura democrática. El problema con esta forma de pensar es su peligrosa tendencia al iliberalismo o «tiranía de la mayoría»: cuando la voluntad de una mayoría democrática choca con las libertades personales de una minoría, la primera tiene prioridad. Esta es la idea que invocan los autodenominados «demócratas iliberales», como el primer ministro de Hungría, Viktor Orbán, cuando argumentan que en un país fundamentalmente conservador y cristiano no hay nada malo en que las leyes discriminen a la población homosexual.

			Una segunda escuela de pensamiento, más estrechamente asociada a pensadores como John Locke y a la tradición liberal moderna, considera las libertades personales —las «libertades de los modernos»— como las más importantes. Sus partidarios tienden a valorar las libertades democráticas principalmente como un medio para garantizar nuestras libertades personales y la prosperidad económica en un sentido amplio, más que como intrínsecamente valiosas en sí mismas. Sin embargo, esta forma de pensar puede derivar en conclusiones manifiestamente antidemocráticas. Hasta principios del siglo XX, muchos supuestos «liberales» se oponían al sufragio universal sobre la base de que planteaba una amenaza a la libertad (aunque solían estar más preocupados por proteger los derechos de propiedad de los ricos que la libertad de conciencia y expresión).15En un contexto más moderno, detectamos ideas similares cuando los neoliberales han utilizado instituciones internacionales como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional para imponer una particular idea de la libertad económica a países en vías de desarrollo y devastados por la crisis.16Mientras tanto, en los países ricos, la tendencia a entregar cada vez más poder a agencias reguladoras no elegidas y a bancos centrales a veces manifiesta un menosprecio similar a la importancia del control democrático.17

			Por el contrario, el principio de libertades básicas afirma que las libertades políticas y las personales son igualmente importantes y que ninguna de ellas tiene una prioridad automática sobre la otra. Para Rawls, estas libertades son «cooriginales»; es decir, comparten una fuente común en el ideal subyacente de ciudadanos libres e iguales. Los ciudadanos libres deben poder elegir cómo quieren vivir su vida y los ciudadanos iguales deben tener la misma capacidad de influencia en las leyes. Ambos tipos de libertad tienen un valor inherente, además de su valor instrumental en protegerse mutuamente.18En este sentido, la teoría de Rawls es una verdadera teoría de la democracia liberal.

			Quizá el aspecto más sorprendente y relevante de la lista de libertades básicas de Rawls es que solo incluye una serie muy limitada de libertades económicas; en concreto, la libertad de elección profesional y el derecho a la propiedad personal, que Rawls definió de una forma más bien estricta para incluir, por ejemplo, el derecho a las posesiones personales y a controlar el propio espacio vital. En otras palabras, Rawls rechazaba la idea, asociada a muchos seguidores de la tradición liberal clásica, de que la libertad de intercambio está a la par de la libertad personal o la igualdad política, o incluso debería tener prioridad sobre estas. Diversos pensadores han planteado razones por las que las libertades económicas deberían tener un estatus privilegiado, y analizaremos estos argumentos en el capítulo 3. Sin embargo, independientemente de la justificación, la implicación práctica es siempre la misma: si se concede una prioridad tan exclusiva a las libertades económicas en un sentido amplio, esta acción limitará severamente la acción del Estado a la hora de afrontar la pobreza o la desigualdad, o incluso regular los mercados para fomentar el crecimiento económico. Esta fuerte preeminencia concedida a las libertades económicas explica la asociación entre el liberalismo (clásico) y la economía del laissez-faire; de hecho, esta forma de pensar ha impedido que abordemos muchos de los errores del capitalismo contemporáneo. Rawls, sin embargo, rechazó este planteamiento, argumentando que las cuestiones relativas a los impuestos y la propiedad deben subordinarse a la defensa de la idea de la justicia económica definida según su segundo principio.

			 

			 

			¿Qué justifica la afirmación de Rawls de que las libertades políticas y personales son libertades básicas, pero no lo son la mayor parte de las libertades económicas? La respuesta a esta pregunta nos lleva al que tal vez sea el aspecto más original del primer principio de Rawls, que no es su afirmación de que algunas libertades son más importantes que otras, sino cómo esto nos proporciona un marco para determinar qué libertades son «básicas» y gestionar los conflictos que inevitablemente surgen entre ellas.19

			Al desarrollar su primer principio, Rawls explicó que las libertades básicas son aquellos derechos y libertades que necesitamos para vivir libremente y desempeñar nuestro papel en la sociedad.20En cuanto ciudadanos, declaró, necesitamos dos «poderes» o «capacidades» morales. En primer lugar, la «capacidad para la concepción del bien»; en otras palabras, la habilidad para reflexionar y perseguir nuestra propia idea de cómo queremos vivir. En segundo lugar, la «capacidad para un sentido de la justicia»; la habilidad para dar forma a nuestra visión de cómo debería organizarse la sociedad y para cooperar con los demás en términos justos. Disponer de estas capacidades nos convierte en ciudadanos libres e iguales, y son una condición previa para la existencia de una sociedad democrática.21

			Las libertades básicas son las libertades que debemos tener si pretendemos cultivar y ejercitar esas capacidades. Las libertades políticas garantizan nuestra libertad para debatir cuestiones morales y políticas, criticar al Gobierno y participar en la vida pública, sin lo cual sería imposible cultivar o actuar según el sentido de lo que es justo, nuestra «capacidad para un sentido de la justicia». Al mismo tiempo, necesitamos las libertades personales de pensamiento, expresión, conciencia y asociación para definir y perseguir el tipo de vida que queremos vivir, nuestra «capacidad para una concepción de la buena vida». Estas libertades individuales nos permiten seguir nuestro propio camino y son el fundamento de un rico mundo social y cultural en el que podemos explorar diferentes ideas respecto a cómo vivir, más allá de aquellas en las que hemos sido educados.22

			Iluminar el propósito subyacente a nuestras libertades básicas nos ayuda a pensar en sus límites. El principio de libertades básicas no protege cualquier manifestación de un derecho abstracto como la libertad de expresión: esta se protege como libertad básica solo cuando nos resulta esencial en el desarrollo y ejercicio de nuestras capacidades morales. Así, por ejemplo, deberíamos conceder la máxima protección posible a la libertad de expresión relativa a cuestiones políticas, morales y religiosas, ya que es fundamental para desarrollar nuestro sentido de la justicia y de cómo hemos de vivir. Pero algunas formas de expresión, como la publicidad comercial, no tienen un papel significativo a la hora de permitirnos cultivar o ejercer esas capacidades. Donde las verdaderas libertades básicas solo se pueden limitar para proteger otras del mismo rango, otras libertades, como el discurso comercial, se pueden limitar —argumentaba Rawls— en beneficio de un conjunto más amplio de «razones públicas», como el fomento de la salud o la eficiencia económica.23

			Tener presente el propósito subyacente de nuestras libertades básicas también aporta una forma de resolver los conflictos que inevitablemente surgen entre ellas. Al afrontar este conflicto, deberíamos priorizarlas según su importancia para la vida libre y para el cultivo de nuestras dos capacidades morales. En el centro de este planteamiento se sitúa el reconocimiento de que ninguna libertad básica es absoluta: en principio, podemos limitar cualquiera de ellas si es necesario para mantener un conjunto «plenamente adecuado» para todos. Como analizaremos en los capítulos 4 y 5, esta flexibilidad es un importante correctivo al absolutismo que tan habitualmente se predica con relación a los derechos en el debate político contemporáneo, como si una libertad básica siempre tuviera que tener una prioridad absoluta sobre todo lo demás.24Podemos verlo, por ejemplo, en la forma en que el Tribunal Supremo de Estados Unidos ha tumbado leyes para limitar las donaciones políticas sobre la base de que son formas protegidas de expresión y de que la libertad de expresión tiene una prioridad casi absoluta en las reivindicaciones de igualdad política democrática, o en la demanda de que la libertad de culto religioso debería imponerse siempre a los derechos de la comunidad LGBTQ+, lo que se ha utilizado para justificar amplias exenciones a los creyentes religiosos respecto de las leyes contra la discriminación.

			Evidentemente, la idea de «mantener un equilibrio» plantea sus propias dificultades. No podemos limitarnos a contemplar el primer principio de Rawls y encontrar en él una solución definitiva a todo conflicto entre derechos. Resolverlos implica, inevitablemente, cierto grado de juicio sobre la importancia relativa de las diferentes libertades, y puede haber muchas soluciones razonables. Esta flexibilidad no es un defecto o un error, sino una aspecto valioso y premeditado del planteamiento de Rawls: en lugar de pretender responder cualquier pregunta por adelantado, reconoce que el debate democrático sobre el alcance preciso de nuestras libertades está, a menudo, justificado, y ofrece un marco coherente para que este debate se desarrolle de forma fructífera.

			 

			 

			Ahora estamos en posición de comprender por qué el primer principio de Rawls solo incluye un conjunto limitado de libertades económicas, como el derecho a la propiedad personal. Tenemos un derecho básico a poseer una casa y posesiones personales como ropa, libros y ordenadores, porque de otro modo sería imposible vivir libremente y expresarnos nosotros mismos. Para entender hasta qué punto estas libertades son esenciales, basta con imaginar cómo sería vivir en una sociedad en la que el Estado u otros ciudadanos entraran en nuestro hogar a voluntad o nos dijeran qué hemos de vestir o leer.25Lo mismo puede decirse de la libertad de elección de profesión: para muchos de nosotros, lo que hacemos para ganarnos la vida es una parte importante de nuestra identidad, y ser libres para decidir en qué trabajamos es un aspecto fundamental de nuestra vida, según nuestras propias creencias. Sin embargo, la mayor parte de las libertades económicas elogiadas por los liberales clásicos —una ciudadanía exenta de pagar impuestos o capaz de dirigir un negocio sin regulación, etc.— no pasan esta prueba. Sencillamente, en un sentido absoluto no necesitamos estos derechos para vivir libremente o participar en el debate político.

			Esta forma de pensar explica el planteamiento de Rawls sobre la cuestión de quién debe poseer los «medios de producción» —empresas, maquinaria, materias primas, etc.—, que históricamente ha estado en el corazón del debate entre socialismo y capitalismo. Aunque tenemos un derecho básico a poseer propiedades personales, esto no implica necesariamente que las empresas o los recursos naturales deban ser de titularidad privada. Rawls dejó claro que el principio de libertades básicas es compatible tanto con la propiedad privada como con el «socialismo liberal», en el que las empresas son en última instancia posesión de los trabajadores o del Estado. Esto no significa que dejemos sin resolver las cuestiones relacionadas con la propiedad del trabajo y la democracia laboral —de hecho, pertenecen al núcleo del programa económico que desarrollaremos, más adelante, en este libro—, tan solo implica que el principio de libertades básicas, por sí mismo, no puede ofrecernos una respuesta, lo cual exige un ideal más amplio de justicia económica, lo que a su vez nos lleva al segundo principio de Rawls.

			IGUALDAD

			Aunque el principio de libertades básicas nos ofrece un modelo para proteger nuestras libertades más importantes y para diseñar un sistema político democrático, el segundo principio de Rawls puede ayudarnos a pensar cómo deberíamos organizar nuestras instituciones sociales y económicas fundamentales: la estructura del sistema educativo, el papel de los mercados, el tamaño del Gobierno, la naturaleza de los derechos de propiedad y así sucesivamente. En combinación con el principio de ahorro justo, al que volveremos en breve, nos aporta un ideal de justicia económica a un tiempo liberal e igualitario, a la vez que reconoce los límites de nuestro planeta finito: una alternativa realmente sistemática al neoliberalismo que sigue dominando el pensamiento económico y que sirve para justificar la destrucción ecológica y la desigualdad que en la actualidad deteriora nuestras sociedades.26

			Como hemos visto, el segundo principio de Rawls consta de dos partes. En primer lugar, la «igualdad equitativa de oportunidades»: la idea de que los puestos sociales —no solo los empleos, sino también los puestos en la universidad, los cargos públicos (como el de juez), etc.— deben estar abiertos a todos partiendo de la base de sus competencias y habilidades, y que, para empezar, todo el mundo debería tener la misma oportunidad de desarrollar su talento. El segundo aspecto es el «principio de diferencia»: la idea de que las desigualdades en la sociedad solo se justifican si benefician a la mayoría, y específicamente que debemos organizar nuestra economía para maximizar las opciones vitales de los «menos favorecidos».

			Antes de explicar los diferentes aspectos de cada principio de forma individual, es importante observar cómo se relacionan entre sí. Para ello es útil imaginar una sociedad en la que las personas acceden a puestos diferentes —por ejemplo, limpiadores, maestros, arquitectos, etc.—, cada uno de los cuales implica recompensas diferentes, puesto que algunos están mejor remunerados o son más prestigiosos, y otros ofrecen mayores posibilidades de reconocimiento social o permiten desarrollar un sentido de plenitud y realización. La igualdad equitativa de oportunidades tiene que ver con asegurarnos de que cada cual tiene las mismas oportunidades de competir por cada uno de estos roles, independientemente de dónde hayamos nacido o quiénes sean nuestros padres. En cambio, el principio de diferencia consiste en garantizar que las recompensas vinculadas a estos empleos sean justas. En otras palabras, aunque todos tengamos las mismas oportunidades de llegar a ser arquitectos, esto no necesariamente hace que el mayor salario de los arquitectos, en comparación con los operarios de limpieza, sea justo. Que esta disparidad tenga justificación depende, en última instancia, de si ayuda a fomentar los intereses de los más desfavorecidos: por ejemplo, animando a la gente a someterse al largo proceso de formación necesario para convertirse en arquitecto y aplicar sus destrezas para construir cosas que la gente valora, como casas, tiendas y oficinas.

			También podemos ilustrar las relaciones entre la igualdad equitativa de oportunidades y el principio de diferencia por medio de la analogía de una carrera o competición. A menudo se describe la igualdad de oportunidades como conceder a cada uno un lugar de partida justo en la «carrera» de la vida, pero la igualdad de oportunidades no tiene nada que decir de los premios que se consiguen en la meta. ¿Debe la carrera someterse al principio de «el ganador se lo lleva todo», como sucede de forma cada vez más notoria en nuestras sociedades? ¿O todos deberían obtener la misma recompensa por el mero hecho de haber participado? ¿O una solución intermedia? Si la igualdad de oportunidades tiene que ver con unas condiciones de salida equitativas, el principio de diferencia se centra en garantizar que los premios sean justos. Combinando estos dos elementos, el segundo principio de Rawls rechaza la falsa dicotomía entre igualdad de oportunidades e igualdad de resultados que caracteriza a buena parte del debate en torno a la justicia económica. Y, sin embargo, aunque las dos partes del segundo principio de Rawls han de comprenderse juntas, cada una plantea implicaciones transformadoras por sí misma.

			IGUALDAD EQUITATIVA DE OPORTUNIDADES

			La igualdad de oportunidades es, evidentemente, un concepto conocido; es uno de los principios de referencia de la política económica en la mayoría de las democracias liberales modernas. Pero, aunque la mayoría de nosotros estaría de acuerdo en que la igualdad de oportunidades es algo a lo que deberíamos aspirar, este aparente consenso oculta profundas divisiones sobre su verdadero significado y lo que implicaría llevarlo a la práctica.

			Podemos distinguir dos interpretaciones distintas de la igualdad de oportunidades en el trasfondo de nuestro debate político. La primera, a la que Rawls se refería como igualdad de oportunidades «formal», es la idea de que los cargos y empleos deben ir a parar al candidato más cualificado, independientemente de otras características, como clase, raza o género. La igualdad de oportunidades formal es, en efecto, un principio de no discriminación. Como mínimo, requiere leyes que ilegalicen la discriminación explícita, y también exige políticas que contribuyan a superar los prejuicios y el sesgo inconsciente que sitúa a algunos grupos —mujeres, ciertas minorías étnicas, la comunidad LGTBQ+— en una injusta desventaja.

			La igualdad formal de oportunidades es una exigencia básica de la ciudadanía igualitaria y un requisito previo para establecer una sociedad justa. Que se nos niegue el acceso a un empleo o una plaza en la universidad por nuestro género o el color de nuestra piel equivale a negarnos la dignidad básica y la merecida igualdad como ciudadanos. Pero la igualdad formal de oportunidades no basta por sí sola. El problema es que garantizar que los empleos y otros cargos van a parar a los candidatos más preparados no importa mucho si para empezar algunas personas no tienen la oportunidad de desarrollar sus habilidades. Sabemos, por ejemplo, que los hijos nacidos en familias ricas y con un mayor nivel educativo tienden a ir a las mejores escuelas y tienen más oportunidades de cultivar valiosas destrezas sociales y culturales en su hogar. Este punto de partida desigual tiene un gran efecto en la vida de la gente. En países como el Reino Unido y Estados Unidos, por ejemplo, podemos predecir la mitad de lo que ganará un adulto observando simplemente lo que ganaban sus padres cuando eran niños.27Esta relación es aún peor para ciertos grupos étnicos minoritarios: en Estados Unidos, los niños negros nacidos en hogares de bajos ingresos solo tienen un 2,5 % de posibilidades de acabar entre la quinta parte de los hogares adultos más ricos, mientras que los niños blancos nacidos en familias con ingresos similares tienen una probabilidad cuatro veces mayor de alcanzar ese nivel.28

			Por el contrario, Rawls defendía una igualdad «justa» de oportunidades en la que todo el mundo disfrutaría de una oportunidad equitativa de desarrollar sus destrezas y habilidades naturales, al margen de su clase, raza o género. En una sociedad así, las personas con los mismos talentos y motivaciones naturales tendrían la misma expectativa general —las mismas oportunidades de ir a la universidad, de conseguir un cierto empleo, etc.—, independientemente de su origen.29Como señala el filósofo R. H. Tawney, la verdadera igualdad de oportunidades «no solo depende de un camino despejado, sino de un punto de partida igualitario».30

			Como expondremos en el capítulo 6, cumplir este ideal requiere mucho más que la ausencia de una discriminación explícita. Como mínimo, tenemos que reformar nuestro sistema educativo para que los niños tengan las mismas oportunidades al margen de la renta de sus padres. Y aunque los debates sobre la igualdad de oportunidades tienden a centrarse en el sistema educativo, en realidad este principio tiene implicaciones más amplias. Si queremos ofrecer un punto de partida igualitario a cada niño, también necesitamos reducir la pobreza y la desigualdad directamente, porque el sistema educativo solo puede compensar hasta cierto límite las diferentes oportunidades que el niño tiene en casa. Las medidas para reducir la pobreza y la desigualdad deben ir a la par con un esfuerzo mucho mayor para superar las estructuras y normas específicas que perpetúan las desigualdades raciales y de género, desde el impacto del sesgo racial generalizado —y a menudo inconsciente— hasta la extendida expectativa de que las mujeres se hagan cargo de la mayor parte de la crianza de los hijos. La igualdad de oportunidades también tiene implicaciones en el cuidado de la salud: como sociedad tenemos la responsabilidad de garantizar que todo el mundo disfrute de un nivel de salud digno, ya que necesitamos gozar de buena salud para solicitar un empleo o matricularnos en un curso.31Por último, también debemos mirar más allá de las oportunidades puramente económicas, y asegurarnos de que personas de todo tipo y condición tengan las mismas oportunidades de participar en la vida social y cultural en un sentido amplio.32

			Los argumentos a favor de la igualdad equitativa de oportunidades se basan en parte en los beneficios que aporta a la eficiencia y el crecimiento económicos, puesto que todos ganamos si vivimos en una sociedad en la que todo niño, al margen de su clase, raza o género, tenga las mismas oportunidades de desarrollar sus destrezas y habilidades y competir por los diferentes empleos. Una multitud de estudios avalan los beneficios económicos de abordar las desigualdades raciales y de género y ofrecer oportunidades equitativas a los niños procedentes de entornos desfavorecidos; un reciente artículo redactado por economistas de la London School of Economics estimó que eliminar las diferencias de género en el empleo aumentaría la productividad una media de un 32 %.33Y, sin embargo, la tendencia a centrarse en las ventajas en términos de eficiencia económica pasa por alto el punto más importante. Los argumentos a favor de la igualdad equitativa de oportunidades se apoyan, en última instancia, en un compromiso moral fundamental: es simplemente injusto que las circunstancias azarosas que rodean el nacimiento, sobre las que no tenemos absolutamente ningún control —como la clase, raza y género—, tengan una influencia tan profunda en nuestras vidas. Esto significa que deberíamos aspirar a la igualdad de oportunidades, por ejemplo, invirtiendo en educación para los niños desfavorecidos o fomentando una representación más equitativa de las mujeres y las minorías étnicas en los consejos de administración de las empresas, tanto si estas iniciativas aumentan el crecimiento económico como si no. Que resulte tan difícil oír este argumento es sintomático del empobrecimiento de nuestro discurso público, en el que la eficiencia económica se ha convertido en el modo por defecto de justificar todo tipo de políticas.

			Los debates políticos sobre la igualdad de oportunidades también suelen descarrilar por los críticos a los que les gusta señalar las absurdas implicaciones de llevar la idea de un «punto de partida equitativo» a su conclusión lógica. En particular, las familias ejercen, inevitablemente, una gran influencia en el desarrollo de sus hijos y sus subsiguientes opciones vitales no solo por diferencias en los recursos económicos, sino también mediante la transmisión sutil de competencias, actitudes, intereses y cultura. Sabemos, por ejemplo, que actividades como leer a los niños puede mejorar su rendimiento en la escuela. ¿Acaso el compromiso con la igualdad equitativa de oportunidades implica que hemos de impedir que algunos padres lean a sus hijos por la noche? ¿U obligar a los padres a hacerlo?

			Es evidente que no. Esta perturbadora conclusión se deriva de pensar en la igualdad de oportunidades como en un fenómeno aislado: si fuera lo único que despierta nuestra preocupación, entonces lo mejor sería abolir la familia y criar a los hijos en alguna especie de centro institucional en el que se pudiera garantizar que todo niño recibe exactamente el mismo trato. Sin embargo, parte del valor de la teoría de Rawls es que no se puede reducir a un principio único, y siempre hemos de considerar sus principios de un modo global. Su primer principio, que incluye el derecho a una vida familiar privada, limita claramente lo que el Estado puede hacer para fomentar la igualdad de oportunidades. Los padres deberían tener la libertad de compartir sus intereses personales con sus hijos, ayudarlos con sus deberes y presentarlos a sus amigos y contactos, aunque esto implique que algunos niños tienen ventajas que otros no comparten. Estas amplias libertades de los padres son libertades básicas porque sin ellas sería imposible que padres e hijos crearan las relaciones íntimas que desempeñan un papel tan relevante en la vida de las personas y que tan decisivas son para el desarrollo del niño.34Sin embargo, respetar los derechos de los padres no significa renunciar a la igualdad de oportunidades. Como exploraremos en el capítulo 6, el Estado puede y debe limitar las opciones de los padres ricos a la hora de comprar ventajas para sus hijos; y podemos recurrir al sistema educativo para afrontar las desigualdades que surgen en casa.

			 

			 

			La igualdad equitativa de oportunidades es un principio intuitivamente atractivo. Pero ¿llega lo suficientemente lejos?

			Imaginemos una sociedad con una igualdad de oportunidades perfectamente equitativa. El Estado haría todo cuanto estuviera en su mano para eliminar la discriminación y conceder a todos los niños las mismas oportunidades de desarrollar sus talentos, pero, más allá de ello, la distribución de los ingresos quedaría a merced del mercado, lo que implica que algunas personas acabarían con más dinero y estatus social que otras, lo cual sería el reflejo de una combinación de diferencias en cuanto a talento, decisiones tomadas y, por supuesto, suerte. Una sociedad así recibiría el nombre de meritocracia «justa». A primera vista, esto parece muy atractivo; sin duda sería una mejora del statu quo, y algo similar ha sido aceptado como principio rector de la política económica en muchas democracias liberales. Como ha explicado el filósofo Michael Sandel, «al menos en el nivel de los principios y la retórica política, se ha impuesto la meritocracia», y los políticos de los principales partidos políticos, tanto de izquierdas como de derechas, aseguran que sus políticas crean un punto de partida en igualdad de condiciones; y aunque sigue habiendo algunas críticas, «las quejas no se centran en el ideal en sí, sino en no conseguir estar a la altura de este».35

			Sin embargo, tras una inspección detallada, una meritocracia justa no es tan atractiva como pueda parecer. Para un retrato vívido de lo que anda mal en el ideal meritocrático, basta con echar un vistazo a los escritos del sociólogo Michael Young, cuyo libro satírico The Rise of the Meritocracy, publicado en 1958, popularizó el término.36Young describió una sociedad ficticia en la que el éxito y la influencia dependían estrictamente del mérito, definido como «inteligencia más esfuerzo». Aunque desde entonces el término «meritocracia» ha adquirido connotaciones positivas, Young afirmó estar describiendo una distopía y no una utopía: una sociedad profundamente desigual donde la vieja aristocracia basada en el patrimonio y la clase social había sido sustituida por una aristocracia del «mérito». En una sociedad así, los más desfavorecidos estarían condenados a sufrir la doble indignidad no solo de ser pobres, sino también de ser menospreciados y considerados enteramente responsables de su bajo estatus. A fin de cuentas, desde la perspectiva de la meritocracia, tienen exactamente lo que merecen. En lo que percibimos como una advertencia progresivamente profética, Young retrató una sociedad dividida por el conflicto social y al borde de la rebelión violenta.37Rawls leyó el libro de Young y se hizo eco de muchas de sus preocupaciones, y advirtió que, en una meritocracia, una élite privilegiada se aislaría del resto y, en semejante sociedad, sería imposible que los más desfavorecidos conservaran la autoestima.38En la actualidad, la retórica de la meritocracia genera la misma dinámica; como aduce Sandel, la «arrogancia» de las élites educadas de la sociedad, en combinación con la «humillación» de quienes se han quedado atrás, ha creado un cóctel de descontento explosivo e incluso peligroso.39

			Por lo tanto, aunque preferible al statu quo, una meritocracia justa podría seguir siendo extremadamente desigual. ¿Es algo que debería preo­cuparnos? Para una meritocracia comprometida, la desigualdad no es necesariamente un problema: la premisa básica de la meritocracia es que, si creamos un punto de partida en igualdad de condiciones, el resultado será justo, aunque sea muy desigual, porque la gente obtendrá lo que merece. Hay algo atractivo en esta idea, y parece ajustarse a la noción cotidiana de responsabilidad individual. Sin embargo, como argumentaba Rawls, la idea moral subyacente —que en una meritocracia la gente consigue lo que merece— es fundamentalmente errónea. A fin de cuentas, solo podemos merecer realmente algo si somos responsables de ello en algún sentido: alguien que ha ganado la lotería puede tener derecho a conservar el premio, pero nadie piensa que lo «merece» en un sentido moral profundo. Y, sin embargo, no somos más responsables de los talentos con los que nacemos que de nuestra clase, raza o género; son el resultado de una «lotería natural» sobre la que no tenemos ningún control.40Si nos inquieta la influencia de la clase, la raza o el género en las opciones vitales, también debería inquietarnos la influencia de las diferencias en habilidades naturales. Como explicó Rawls, «desde el punto de vista moral ambas parecen igualmente arbitrarias».41

			¿Y qué hay del esfuerzo? En una meritocracia, el éxito depende del esfuerzo, así como del talento natural. Incluso el deportista o el músico más talentoso tiene que entrenar y practicar para tener éxito, y otro tanto puede decirse para casi cualquier otro ámbito de la vida: nadie se convierte en médico o en ingeniero sin un largo y arduo trabajo. El sentido común sugiere que la gente debe ser recompensada por su esfuerzo. Pero, como señaló Rawls, tampoco está del todo claro que podamos atribuirnos todo el mérito por eso. El esfuerzo que desarrollamos en la vida adulta depende en parte de rasgos de carácter que desarrollamos en la infancia, como la perseverancia y la capacidad de diferir la gratificación. Y desarrollar estos rasgos depende a su vez, y en gran medida, de las oportunidades y el aliento que de niños recibimos en casa y en la escuela, circunstancias de las que no se nos puede considerar responsables.42Esto no quiere decir que nunca se nos pueda considerar responsables de lo que hacemos, sino sencillamente que la distinción entre aquello por lo que se nos puede imputar responsabilidad y lo que no —y, en consecuencia, entre lo que «merecemos» y lo que no— no es tan simple como puede parecer.43

			En todo caso, aunque creamos que la gente debe ser recompensada en proporción a su esfuerzo, esto sigue sin justificar las desigualdades generadas por los mercados. Nuestro esfuerzo tiene algún impacto en cuánto ganamos: si otros aspectos están en pie de igualdad, la gente que estudia más o trabaja más horas tiende a tener una mayor remuneración. Pero las diferencias de renta que detectamos en una economía de mercado no son el mero producto de diferencias de esfuerzo, sino que reflejan la forma en que las fuerzas de la oferta y la demanda configuran el valor económico del talento de los diversos individuos. Los científicos de datos reciben una retribución mayor que los enfermeros no porque trabajen más, sino debido a la enorme demanda que las destrezas de los científicos de datos tienen en relación con la oferta. Y, evidentemente, las fuerzas de la oferta y la demanda que influyen en nuestros salarios dependen de otros factores completamente ajenos a nuestro control individual: lo que otras personas quieren comprar, el modo en que las tecnologías hacen que algunas competencias sean más valiosas que otras y si los talentos que poseemos son comunes o escasos entre la población en su conjunto.

			¿Adónde nos lleva esto? Parece que la única alternativa a una sociedad con una perfecta igualdad de oportunidades es una sociedad con una perfecta igualdad de resultados. Después de todo, si en realidad no «merecemos» las diferencias derivadas de nuestro talento y esfuerzo natural, quizá sería mejor que todo el mundo tuviera el mismo salario y patrimonio. No obstante, Rawls rechazaba esta idea. Argumentó que deberíamos animar a la gente a desarrollar y aplicar sus talentos, y a obtener beneficios financieros y de otro tipo, pero solo si así beneficiaban a los más desfavorecidos, bien directamente a través de los servicios prestados, bien indirectamente por medio de los impuestos. De esta forma, en lugar de lamentar el hecho de que algunas personas nacen con talentos económicamente más valiosos que otras, podemos aprovechar la increíble diversidad de las destrezas e intereses humanos en beneficio de todos.44Este pensamiento subyace en el aspecto más distintivo de la visión de Rawls y en el concepto que completa su teoría de la justicia: el principio de diferencia.

			EL PRINCIPIO DE DIFERENCIA

			El principio de libertades básicas y la igualdad equitativa de oportunidades son, al menos hasta cierto punto, ideas liberales razonablemente conocidas, si bien en manos de Rawls asumen un nuevo sentido. Pero el principio de diferencia —la noción de que las desigualdades sociales y económicas solo se pueden justificar si en última instancia benefician a todos y, específicamente, que deben promover «el mayor beneficio de los miembros más desfavorecidos de la sociedad»— es sorprendente y muy original, y ha transformado los debates posteriores sobre justicia económica. Este principio confiere a la teoría de Rawls un aura inconfundiblemente igualitaria y es el que supone las mayores implicaciones prácticas para la organización de nuestras instituciones económicas.45

			Aunque el principio de diferencia se ocupa de la suerte de los «más desfavorecidos», no supone simplemente aliviar la pobreza.46Rawls también respaldó un «principio de necesidades básicas» independiente: la idea de que, como sociedad, tenemos la obligación fundamental de garantizar que todo el mundo tiene acceso al nivel de recursos mínimo necesario no solo para sobrevivir, sino también para ejercer sus libertades básicas y participar en la vida de la sociedad, lo cual incluye recursos materiales como alimentación, alojamiento y vivienda, pero también un nivel básico de formación y educación.47Aunque no se recoge explícitamente en sus dos principios, Rawls argumentó que podríamos pensar en este compromiso de cubrir las necesidades básicas de la población como parte del principio de libertades básicas (o incluso como algo prioritario a este principio); después de todo, carece de sentido tener libertad de religión o el derecho a votar si no tenemos dónde vivir o qué comer.48Y, sin embargo, aunque cubrir las necesidades básicas es esencial, para Rawls la justicia económica va más allá de las necesidades básicas, porque tiene que ver con garantizar una distribución general justa de los recursos en la sociedad.

			Esto nos vuelve a llevar al principio de diferencia. El principio de diferencia es, en efecto, un ideal fuertemente igualitario de «prosperidad compartida». Términos como «prosperidad compartida» a menudo se utilizan tan vagamente que es difícil saber exactamente qué significan (¿quién está en contra de la prosperidad compartida?). El principio de diferencia nos lleva más allá de esta retórica difusa al definir un criterio preciso para pensar el grado en que la prosperidad debería ser compartida. La idea central es que debemos organizar nuestra economía de modo que los estándares de vida de los más desfavorecidos sean superiores a los que disfrutarían bajo cualquier otro sistema económico, dentro de los límites de la sostenibilidad ecológica.49Para Rawls, este principio se basa, en última instancia, en un espíritu de reciprocidad, o incluso de «fraternidad», puesto que solo hemos de desear que algunos tengan más que otros si eso también beneficia a los que tienen menos,50lo cual proporciona un marco para pensar en el diseño de nuestro sistema económico en su conjunto: no solo el nivel de los impuestos y prestaciones, sino también el papel de los mercados, las relaciones de poder entre propietarios y trabajadores, y el equilibrio entre la propiedad pública y la privada.

			Así pues, ¿cómo puede la desigualdad beneficiar exactamente a todo el mundo? La lógica básica del principio de diferencia es conocida: la desigualdad crea incentivos que a su vez estimulan el dinamismo y el crecimiento económico, y esto es algo de lo que todos nos podemos beneficiar, incluidos los menos favorecidos. Por ejemplo, todos nos podemos beneficiar de vivir en una sociedad en la que los médicos cobran más que los peluqueros, porque esto contribuye a garantizar que un número suficiente de personas esté dispuesta a asumir el arduo proceso de formación necesario para ejercer esa profesión, por no mencionar el tener que soportar las largas noches de guardia y las exigencias emocionales del trabajo. En líneas generales, a medida que surgen nuevas tecnologías y cambian los gustos de la población, los salarios más altos pueden ayudar a dirigir a las personas hacia sectores de la economía con una alta demanda, ya se trate de cuidadores en una sociedad envejecida o programadores informáticos en la era de internet. En una sociedad en la que la gente es libre de elegir su trabajo, no podemos obligar a nadie a realizar un trabajo útil; más bien dependemos de incentivos para animar a la gente a tener un trabajo en lugar de otro.51 El mismo proceso básico fomenta el éxito de la mayoría de empresas productivas, mientras que las ineficaces, o las que producen bienes que la gente ya no desea, tienden a entrar en decadencia. Y, por supuesto, la posibilidad de ganar dinero puede ser un importante estímulo para la innovación y el emprendimiento, animando a la gente a crear nuevos productos y empresas que, a su vez, son los motores clave del crecimiento económico.

			Podemos entender más claramente la lógica del principio de diferencia si lo comparamos con una sociedad perfectamente igualitaria donde todo el mundo tiene los mismos ingresos al margen de su actividad o lo mucho que trabaja. No habría un incentivo económico para ir a la facultad de Medicina ni para asumir el riesgo de desarrollar un nuevo producto o iniciar una nueva empresa, ni siquiera para trabajar en absoluto, ya que todos obtendrían el mismo nivel de renta. Obviamente, las recompensas financieras no lo son todo: muchas personas, si no la mayoría, seguirían «trabajando» porque quieren ayudar a los demás y contribuir a la sociedad, o porque da sentido a sus vidas y supone una salida a su creatividad. Pero tanto la teoría económica como la experiencia histórica sugieren que una sociedad perfectamente igualitaria sería mucho más pobre que las sociedades en las que vivimos hoy. En otras palabras, al permitir cierto grado de desigualdad, podemos mejorar la situación de todos.

			Así pues, el principio de diferencia proporciona una alternativa a la idea de la igualdad a cualquier precio que a menudo se asocia con formas extremas de comunismo o socialismo.52También aporta una alternativa a la idea de que deberíamos simplemente maximizar el crecimiento económico sin considerar cómo se distribuyen los beneficios, algo que se suele asociar al liberalismo, o al menos al neoliberalismo, y que sigue teniendo una enorme influencia en la política económica actual. Por utilizar la analogía de la «tarta» tan querida por los economistas, el principio de diferencia nos llama a no maximizar la dimensión general de la tarta económica ni insistir inflexiblemente en que todo el mundo debe disponer de una porción del mismo tamaño, sino a conseguir que la parte que va a parar a los más desfavorecidos sea lo mayor posible.

			¿Por qué deberíamos preocuparnos por la posición de los más pobres en la sociedad? Retomaremos esta cuestión en el próximo capítulo. Sin embargo, la respuesta más simple es que estamos intentando organizar la sociedad de modo que todo el mundo la acepte como justa independientemente de sus circunstancias particulares. A la luz de este objetivo, tiene sentido concentrarse en quienes tienen menos, ya que en líneas generales son los que tienen más razones para rechazar el lugar que ocupan. El principio de diferencia es el principio económico que con más probabilidad garantizaría su apoyo: en una sociedad organizada según este principio, en el que los más desfavorecidos obtendrán menos que otros, sabrían que la sociedad ha hecho todo lo posible para mejorar sus perspectivas, y que en cualquier otra sociedad tendrían menos. Y si quienes tienen menos en la sociedad respaldan nuestro sistema económico, sin duda quienes más tienen también pueden hacerlo. Como señaló Rawls, en una sociedad así, «los menos favorecidos no son, si todo va bien, los desafortunados y desdichados —objetos de nuestra caridad y compasión, y mucho menos de nuestra piedad—, sino aquellos a quienes se les debe reciprocidad por una cuestión de justicia política».53

			Cuando Rawls habla de los «más desfavorecidos» con relación al principio de diferencia, se refiere a los trabajadores con menos ventajas, especialmente aquellos con menores ganancias potenciales, cuyas habilidades son menos demandadas. Hay alguna ambigüedad respecto a cómo definir este grupo; la mejor aproximación es, probablemente, pensar en la clase de los trabajadores con salario mínimo, aunque Rawls sugirió que, como regla general, también podríamos pensar en los que se engloban en la mitad inferior de la distribución de ingresos.54Es importante señalar aquí que el principio de diferencia se ocupa de las desigualdades entre personas capaces de intervenir plenamente en la vida económica. No está diseñado para ayudarnos a pensar en cómo ayudar a quienes no pueden trabajar a causa de una minusvalía o enfermedad incapacitante; si bien es un tema de importancia vital que plantea cuestiones específicas, el principio de diferencia sencillamente no está diseñado para responder.55

			También es importante señalar que el principio de diferencia se preocupa por maximizar las opciones vitales (o «expectativas de vida») de los más desfavorecidos, en lugar de maximizar los ingresos de los más pobres en un momento dado.56En otras palabras, nuestro objetivo debería ser asegurarnos de que quienes tienen menos ingresos dispongan de las mejores oportunidades para lograr un buen sueldo y empleo a lo largo de su vida, pero compete a cada individuo aprovechar estas situaciones. Los ingresos y el patrimonio real de cada individuo dependerán, en parte, de las decisiones que adopte: si decide estudiar, hasta qué punto se esfuerza en su trabajo, etc. Esto es importante desde una perspectiva moral porque deja mucho espacio a la decisión y la responsabilidad individuales; como señaló Rawls, «lo que una persona merece depende de lo que hace».57En particular, significa que quienes eligen no trabajar no pueden esperar que el Estado aumente sus ingresos, al menos no por encima de lo necesario para cubrir sus necesidades básicas. Así, el principio de diferencia ayuda a mantener una sana conexión entre la contribución y la recompensa, lo que refleja la idea subyacente de la justicia económica como una forma de reciprocidad por la que cada cual hace una contribución justa al trabajo de la sociedad a cambio de una parte justa de los beneficios.

			El foco en las opciones vitales también presenta ventajas prácticas. Los críticos del principio de diferencia a veces han sugerido que desviar fondos para los más desfavorecidos exigiría una intromisión constante, lo que evoca imágenes distópicas de un control gubernamental excesivo.58Sin embargo, este argumento tergiversa la cuestión. El principio de diferencia se ocupa de las desigualdades estructurales que afectan a la perspectiva vital de los diversos grupos sociales —aquellas que derivan de nuestra forma de organizar nuestras instituciones sociales y económicas— y no de las desi­gualdades que inevitablemente surgen cuando la gente toma decisiones y vive su vida.59No requiere más intromisiones que cualquier sistema convencional de gobierno financiado por los impuestos.

			Aunque el principio de diferencia aporta un marco elegante para equilibrar la igualdad y la eficiencia, sus implicaciones prácticas no son evidentes de forma inmediata. En concreto, no existe una respuesta sencilla a la pregunta de qué grado de desigualdad deberíamos tolerar como sociedad. Esto depende de una serie de complicadas cuestiones empíricas, entre ellas la relevancia de los incentivos financieros a la hora de motivar a la gente a trabajar. Si la principal motivación de las personas es el salario que van a ganar, el principio de diferencia podría justificar una economía con impuestos bajos y, por lo tanto, un elevado nivel de desigualdad, sobre la base de que fomentaría un crecimiento económico que beneficiaría a los más desfavorecidos.60 Sin embargo, como expondremos en el capítulo 7, las motivaciones que impulsan a la gente a trabajar no solo tienen que ver con el dinero, y existen pocas dudas de que en la mayoría de los países, si no en todos, la desigualdad está más allá del nivel que podría justificarse como razonablemente idóneo para contribuir al beneficio de los más desfavorecidos. De hecho, en países muy desiguales, como Estados Unidos y el Reino Unido, unos impuestos más altos y una menor desigualdad podrían incrementar el crecimiento económico.

			Independientemente del nivel óptimo de los impuestos y de la desigualdad, el principio de diferencia no es una justificación para la economía del laissez-faire. En la teoría o en la práctica no hay nada en el funcionamiento de los mercados que garantice que los beneficios del crecimiento económico sean ampliamente compartidos y mucho menos que maximicen los estándares de vida de los más desfavorecidos. Lo hemos comprobado muy crudamente en las últimas décadas en Europa: en Europa occidental y Norteamérica, el 1 % se quedó con el 28 % del aumento total de los ingresos brutos entre 1980 y 2016, más de tres veces que la totalidad de la mitad inferior.61El principio de diferencia exige un papel proactivo por parte del Estado en el fomento de una prosperidad ampliamente compartida no solo a través de impuestos y transferencias, sino por medio de la organización de nuestras instituciones económicas en su conjunto, desde el sistema educativo a la distribución de la propiedad y el equilibrio de poder entre trabajadores y propietarios.

			Quienes se oponen a una mayor igualdad económica a veces argumentan que la desigualdad es un hecho crudo de la vida —una consecuencia inevitable de las diferencias naturales entre personas— y que rechazarla es como negarse a aceptar la inevitabilidad de la muerte. No obstante, el principio de diferencia no niega que algunas personas nazcan con talentos económicamente más «valiosos» que otras. Como afirma Rawls, se trata de «hechos naturales» y como tales no son justos ni injustos. Lo que «es» justo o injusto es la forma en que nosotros, como sociedad, decidimos responder a esos hechos.62En una sociedad aristocrática, nuestro estatus y nuestra perspectiva vital dependen de haber nacido en la clase correcta; en una sociedad meritocrática, dependen de haber nacido con el talento correcto. El principio de diferencia propone una visión alternativa de la sociedad, basada en la reciprocidad, en la que aprovechamos nuestras diferencias naturales para el bien de todos.

			Más allá de los ingresos y el patrimonio

			Al pedirnos que prioricemos las opciones vitales de los más desfavorecidos, el principio de diferencia ya plantea un reto importante a las ideas predominantes sobre la justicia económica tanto a la izquierda como a la derecha del espectro político. Sin embargo, el principio de diferencia no solo es un argumento en pro de una mayor igualdad, sino también la base para una perspectiva más amplia y humana sobre los tipos de desigualdad que importan. A veces este segundo aspecto se pasa por alto, pero representa un cambio aún más profundo en nuestra forma habitual de pensar en nuestra economía, con consecuencias prácticas de largo alcance.

			Tanto en la política como en el mundo académico hay una tendencia a que los debates sobre la desigualdad se centren en el dinero: en las desi­gualdades de renta y, en grado menor, en el patrimonio. Y, por supuesto, estas desigualdades son muy importantes, porque determinan quién es capaz de compartir la prosperidad material de la sociedad y quién tiene acceso a los bienes, desde los alimentos a la vivienda, pasando por las vacaciones y la cultura. Sin embargo, el descontento actual con nuestro sistema económico desborda el marco del acceso desigual a los recursos financieros. De hecho, centrarse casi exclusivamente en la renta y el patrimonio pasa por alto algunas de las desigualdades más importantes de nuestra sociedad, pues refleja una visión estrechamente materialista de la naturaleza humana y no logra apreciar hasta qué punto la gente quiere sentir que controla su vida, realiza un trabajo significativo y cultiva relaciones —en el trabajo y en otras partes—, todo lo cual sostiene la dignidad personal y la autoestima.

			El principio de diferencia propone una necesaria enmienda a esta perspectiva miope. No solo se ocupa de la distribución de la renta y el patrimonio, sino también del control y el poder económicos y de las oportunidades para desarrollar la autoestima.63Para Rawls, estas tres amplias categorías representaban «bienes primarios» vitales, bienes que todo el mundo tiene razones para valorar, independientemente de sus creencias sobre la moralidad personal y lo que hace que la vida merezca ser vivida.

			Estamos acostumbrados a pensar en los ingresos y el patrimonio, pero ¿cómo deberíamos entender y medir el poder y el control económicos y las oportunidades para respetarnos? Atendamos, en primer lugar, a lo anterior, o lo que Rawls llamaba los «poderes y prerrogativas de los cargos y puestos de autoridad y responsabilidad».64Así como algunos empleos y puestos tienen un mayor sueldo, otros conllevan más poder y responsabilidad; de hecho, a menudo las dos cosas van de la mano. Y, en la mayoría de los países, el control de la gestión de las empresas se concentra casi exclusivamente en las manos de propietarios, accionistas y directivos, que trabajan en su propio beneficio, mientras que los empleados tienen muy poco que decir.

			Esta concentración de poder en manos de propietarios y directivos es tan frecuente que tendemos a darla por sentada, y las preguntas sobre dónde debería radicar este poder han sido en gran medida ignoradas por los filósofos liberales, al menos en las últimas décadas. A su vez, esto ha proporcionado un contexto intelectual muy favorable para desarrollar un esfuerzo concertado y en gran medida exitoso para debilitar a los sindicatos, históricamente la fuente de poder más importante de los trabajadores. El principio de diferencia vuelve a situar la cuestión del poder económico y el control directamente en el orden del día. Nos recuerda que no hay nada natural en el poder que los propietarios tienen sobre los trabajadores, y que esta disparidad necesita justificarse en lugar de ser simplemente asumida. Esto no quiere decir que tengamos que abolir completamente las jerarquías del mundo laboral: para que una organización grande y compleja funcione eficazmente, es esencial un cierto grado de jerarquía, sin la cual la actividad económica probablemente se detendría. Ahora bien, aunque cierta jerarquía es necesaria, hay muchas posibilidades para incidir en el equilibrio de poder entre propietarios, directivos y empleados; existen desde los sindicatos a la gestión conjunta de trabajadores y propietarios, y las cooperativas de empleados. Desde la perspectiva del principio de diferencia, las jerarquías laborales solo se justifican si aportan beneficios de compensación para los más desfavorecidos, por ejemplo, incrementando la productividad o por medio del aumento de los salarios. Como veremos, pensar así en la justicia económica proporciona un poderoso fundamento para una mayor democracia en el trabajo.

			La autoestima —el tercer bien primario cubierto por el principio de diferencia, junto a los recursos financieros y el poder y control económicos— es aún más difícil de medir y de pensar en términos políticos. La autoestima es un estado mental subjetivo, y en parte depende del carácter y las relaciones de la persona, aspectos que en gran medida escapan al ámbito de la política.65Sin embargo, la sensación de autoestima de una persona también se ve influida por aspectos objetivos como nuestras instituciones sociales y económicas, lo que incluye la disponibilidad y naturaleza del trabajo asalariado. Estos aspectos de nuestras instituciones sociales —que Rawls llamaba las «bases sociales de la autoestima»— forman parte de la estructura básica de la sociedad, respecto a la cual todos compartimos una responsabilidad moral común. De hecho, él declaró reiteradamente que las «bases sociales de la autoestima» eran los bienes primarios más importantes, ya que «sin [autoestima] nada parece merecer la pena».66

			Rawls definió la autoestima como la confianza en que nuestros objetivos en la vida merecen la pena y la confianza en nuestra capacidad para alcanzarlos.67Además, argumentó que la mayor parte de la gente solo sentirá que su vida merece la pena si tiene la oportunidad de desarrollar y aplicar sus destrezas y capacidades de una forma compleja e interesante. Lo llamó el «principio de Aristóteles» y señaló que las actividades que no satisfacen este principio «probablemente parecerán aburridas e intrascendentes» y que, a menos que organicemos la sociedad con esta idea en mente, «la vitalidad y el entusiasmo de la gente decaerán a medida que su vida se transforme en una tediosa rutina».68Evidentemente, existen muchas actividades que pueden ser «significativas» en este sentido, desde jugar a un deporte o aprender a tocar un instrumento musical, desde educar a los hijos o participar de forma activa en una comunidad local o religiosa. Sin embargo, cuando se trata de pensar en la justicia y la política públicas, el trabajo asalariado reviste una especial importancia tanto por la cantidad de tiempo que la mayoría pasamos trabajando como porque esta es una de las formas más relevantes de contribuir a la sociedad y satisfacer el ideal de reciprocidad que sustenta el principio de diferencia.69

			Junto a las oportunidades de desarrollar y aplicar nuestras destrezas y creatividad, la autoestima también depende del reconocimiento social. Como sostenía Rawls, sin el reconocimiento de nuestros iguales es difícil mantener una sensación muy arraigada de que nuestros objetivos en la vida merecen la pena, y, «cuando sentimos que nuestros planes tienen poco valor, no podemos perseguirlos con placer o encontrar alegría en su ejecución».70En cierto sentido, ello está relacionado con que la sociedad en su conjunto nos vea y nos trate como a iguales. Esta es la razón por la que cualquier ciudadano tiene derecho al mismo conjunto de libertades básicas, ya que resulta difícil entender que alguien pueda mantener cierta autoestima en una sociedad que le niega el derecho a votar debido a su género o al color de su piel. Con todo, en la mayoría de los casos, el reconocimiento social procede de las pequeñas comunidades y asociaciones de las que formamos parte, desde la familia y los compañeros de trabajo a las sinagogas y templos. No necesitamos que todo el mundo reconozca el valor de nuestra forma de vivir; en una sociedad diversa en la que la gente tiene creencias morales y religiosas diferentes, esto sería imposible. Lo importante es que cada uno de nosotros pueda encontrar una comunidad de algún tipo que comparta nuestros valores y que nos aporte confianza en nuestros planes y objetivos.71En este sentido, las libertades básicas son importantes porque proporcionan las condiciones en las que pueden prosperar una multitud de grupos, asociaciones y comunidades. Una vez más, el trabajo asalariado desempeña un papel especial, ya que nuestros colegas pueden ser una importante fuente de comunidad, y a menudo es el trabajo lo que permite que nuestros talento y contribución sean reconocidos por nuestros iguales.

			La mayoría de las personas necesitan la oportunidad de realizar un trabajo significativo y tener reconocimiento social para sentir que sus objetivos en la vida tienen sentido. Sin embargo, para Rawls la autoestima también depende de la confianza en nuestra capacidad para alcanzar esos objetivos; en otras palabras, tener iniciativa e independencia, lo cual también apunta a la importancia del trabajo asalariado, así como a las limitaciones de la redistribución y del moderno estado del bienestar. No tener empleo y depender del Estado para nuestros ingresos puede minar nuestra iniciativa, en especial debido al carácter intrusivo de los sistemas de evaluación y condicionalidad que existen en la mayor parte de los sistemas de prestaciones basados en la comprobación de recursos, y al estigma y la sospecha que a menudo se dirigen hacia quienes son incapaces de trabajar. Por el contrario, tener oportunidades dignas de realizar un trabajo remunerado puede ser una fuente vital de iniciativa e independencia, fundamentales para la autoestima.

			Ampliar nuestra comprensión de la desigualdad en este sentido favorece un punto de vista mucho más rico para pensar cómo debemos organizar nuestra sociedad y nuestra economía. Pero también crea nuevas complicaciones. En particular, implica que tenemos que considerar qué hacer a la hora de afrontar un conflicto entre estos diferentes bienes primarios: ingresos y patrimonio, poder y control, y las bases sociales para la autoestima. Por ejemplo, las ideas heredadas entre los economistas a menudo nos aseguran que concentrar el poder en manos de los propietarios redunda en la productividad de las empresas, lo que a su vez genera salarios más altos, y que, en consecuencia, hay una contraposición fundamental entre salarios más altos y mayor democracia en el trabajo. Como analizaremos en el capítulo 8, este punto de vista no está avalado por las evidencias: podemos disfrutar de una mayor democracia en el trabajo sin socavar el dinamismo y el crecimiento económicos. Pero, aunque fuera cierto que concentrar el poder en manos de los propietarios es bueno para el crecimiento económico, quedaría contrapesado con la pérdida de control de los empleados, lo que a su vez puede desembocar en peores condiciones laborales y empleos menos interesantes. ¿Cómo equilibrar estos objetivos? ¿Es más importante subir los salarios o empoderar a los trabajadores y garantizar un amplio acceso a un trabajo significativo? No hay fórmula sencilla para despejar estas cuestiones, y Rawls defendía que, al intentar resolverlas, deberíamos preguntarnos a nosotros mismos qué es lo que preferirían los más desfavorecidos.72

			Pensar en la desigualdad en este sentido nos conduce a la necesidad de un programa económico verdaderamente transformador. No basta con limitarse a aumentar los impuestos y transferencias o reforzar el estado del bienestar tal y como lo conocemos. De hecho, como veremos, Rawls declaró explícitamente que «el capitalismo del estado del bienestar» jamás lograría alcanzar plenamente sus principios de justicia.73Por el contrario, necesitamos volver a imaginar nuestro modelo económico de una forma fundamental: aceptando un planteamiento más universal para cubrir las necesidades básicas, desarrollando una agenda integral para aumentar las ganancias y redistribuir el patrimonio en la sociedad, e implementando un ambicioso programa para proporcionar un poder significativo a los trabajadores.

			SOSTENIBILIDAD Y JUSTICIA INTERGENERACIONAL

			El principio de diferencia representa un cambio de paradigma con relación a cómo pensamos nuestra economía, ya que deja de poner el foco en la limitada idea de maximizar el crecimiento que ha dominado la política económica durante décadas. Pero la teoría de Rawls también exige que nos tomemos en serio los límites al crecimiento, ecológicos y medioambientales, que nuestras sociedades siguen ignorando, con consecuencias cada vez más devastadoras. Vivir dentro de esos límites es un aspecto esencial de las obligaciones que tenemos hacia las futuras generaciones (por no mencionar las que tenemos hacia otros países).

			Rawls propuso el principio de ahorro justo para afrontar la cuestión de la justicia entre generaciones, o «justicia intergeneracional», y así es como ofreció la primera explicación sistemática sobre este tema.74La esencia de este principio consiste en que deberíamos tratar a las generaciones futuras como nos gustaría que las generaciones pasadas nos hubieran tratado a nosotros.75Con este principio, la principal preocupación de Rawls era hacernos reflexionar en la distribución de los recursos y en la acumulación de riqueza material. Rawls sostenía que tenemos el deber fundamental de «hacer posibles las condiciones necesarias para establecer y preservar una estructura básica justa a lo largo del tiempo», condiciones que incluyen no solo activos físicos, como edificios y maquinaria, sino también tecnología, cultura y aspectos esenciales del mundo natural.76Sobre esta base, aseguraba que los países muy pobres tenían la obligación moral de ahorrar cierta cantidad de sus ingresos para fomentar la inversión y el crecimiento económico, al menos hasta el punto en el que estuvieran en condiciones de garantizar las libertades y necesidades básicas de todos los ciudadanos.77Sin embargo, la mayoría de los países —y, sin duda alguna, la mayor parte de las actuales democracias ricas del mundo— han superado ampliamente este nivel.78Aunque estos países pueden seguir ahorrando y perseguir el crecimiento económico, no se les exige hacerlo, y el principio de ahorro justo es perfectamente compatible con una «economía estacionaria» en la que el crecimiento ha cesado por completo.79La principal implicación del principio de ahorro justo para estos países es que no deberían permitir que las generaciones futuras fueran más pobres como consecuencia de sus acciones.80

			Aunque Rawls se centró en el patrimonio material de la sociedad, las cuestiones más urgentes de justicia intergeneracional hoy en día conciernen a la «riqueza natural», lo que incluye el aire limpio, un clima estable y unos ecosistemas sanos, de los que todos dependemos.81Tenemos la obligación de mantener esta riqueza natural, que es la base de la vida y una fuente importante de bienestar humano, también para las futuras generaciones. Desde esta perspectiva, el principio de ahorro justo implica, en efecto, un compromiso con lo que se ha dado en llamar «desarrollo sostenible», habitualmente definido como el «desarrollo que cubre las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras de cubrir sus propias necesidades».82Como mínimo, hemos de mantener la capacidad del medio ambiente para abastecernos de los «servicios del ecosistema» fundamentales que nuestras sociedades necesitan para sobrevivir y prosperar, entre ellos el agua, el aire, la energía y los alimentos frescos, la absorción de los residuos y el acceso a la naturaleza con fines culturales y recreativos; y, más allá de ello, debería establecerse el amplio supuesto de no agotar los recursos finitos y difícilmente sustituibles.83Todo lo que hagamos para mejorar la prosperidad y elevar las opciones vitales de los más desfavorecidos tiene que estar en consonancia con este compromiso con la sostenibilidad.

			Como veremos en el capítulo 7, nuestras sociedades están fracasando peligrosamente en cuanto a este compromiso: el mundo se enfrenta a la perspectiva de un colapso ecológico y medioambiental irreversible, impulsado por la eliminación de espacios salvajes y hábitats naturales y por nuestro consumo insostenible de combustibles fósiles y otras energías no renovables. Abordar esta crisis y realizar la transición hacia un modelo económico sostenible es la prioridad política más urgente e importante de nuestro tiempo, y este esfuerzo determinará el contexto en el que deben tener lugar el resto de las reformas que analizaremos en este libro.

			 

			 

			A primera vista, los principios de Rawls pueden parecer banales, simples o incluso obvios, pero tienen un profundo potencial transformador. Juntos, aportan un marco unificado y exhaustivo para volver a imaginar la sociedad que nos lleva más allá de vagos tópicos sobre la libertad, la igualdad y la sostenibilidad, y que ofrece una interpretación precisa de qué libertades merecen una protección especial, a qué tipo de igualdad deberíamos aspirar y cuál es la naturaleza de nuestras obligaciones hacia las generaciones futuras. En la segunda parte de este libro, observaremos cómo nuestras sociedades se ajustan actualmente a estos principios y elaboraremos un programa audaz pero factible para reinventar nuestras instituciones políticas y económicas a fin de hacer realidad la poderosa visión de Rawls. Sin embargo, antes de eso, hemos de observar atentamente las justificaciones —y las críticas— a sus argumentos. ¿Cómo podemos estar seguros de que tiene razón?

			
		

	
		
		
			Capítulo 2

			Un nuevo contrato social

			Es obvio que no hay consenso sobre si los principios de Rawls son la forma correcta de concebir cómo debería ser una sociedad justa; si lo hubiera, no habría escrito este libro. A algunas personas les parecerán intuitivos o atractivos en sí mismos, y otras serán más escépticas. Probablemente la mayoría estaremos de acuerdo en apoyar el principio de libertades básicas, aunque estemos en desacuerdo sobre los detalles; y es evidente que el profundo compromiso de Rawls con la igualdad, a través del principio de diferencia, entra en conflicto con las ideas dominantes en la mayoría de las democracias liberales actuales. Y hay una enorme variedad de otros planteamientos respecto a cómo deberíamos organizar la sociedad de la mano de socialistas, liberales clásicos, libertarios, conservadores, etc.; de hecho, en parte Rawls desarrolló su teoría en respuesta a los fracasos de estas alternativas. Por lo tanto, ¿por qué debemos preferir su visión?

			Para responder a esta pregunta y situar los principios de Rawls sobre una base más sólida, en primer lugar necesitamos ahondar un poco más en su filosofía. La mayor parte de sus escritos se consagraron a justificar sus principios, explicando por qué deberíamos aceptarlos y cómo podrían ofrecer la base para un nuevo consenso político. La fuerza de la argumentación subyacente de Rawls ayuda a explicar por qué sus ideas han alcanzado una posición tan privilegiada entre los filósofos, y debería ayudar a convencernos de que merece la pena aspirar a ellas.

			Como ya hemos comentado, el punto de partida de Rawls es la idea de que la sociedad debe ser justa, en el sentido de que se debería organizar según principios que todos los ciudadanos puedan aceptar. Pero ¿cómo podemos identificar estos principios?

			En una sociedad moderna, en la que los ciudadanos mantienen puntos de vista diferentes sobre la religión y la moralidad personal, no hay una norma externa a la que podamos apelar. Por ejemplo, no podemos remitirnos a la ley divina o a la palabra de Dios, ya que no existe una autoridad religiosa o un texto sagrado con el que todos estemos de acuerdo; y tampoco hay una ley natural objetiva que resulte evidente para todos.1Rawls se refirió a esto como al «hecho del pluralismo razonable», es decir, el hecho de que los ciudadanos tengan distintas creencias sobre religión, moralidad y la mejor forma de vivir. No es un rasgo provisional de la sociedad, ni algo que pueda desaparecer como resultado del progreso científico. Más bien es una consecuencia inevitable del libre uso de la razón humana al enfrentarse a preguntas realmente difíciles.2A la luz de esto, la única forma de identificar los términos justos para una vida en común consiste en buscar principios que susciten el acuerdo de todos.

			La idea de que la sociedad debería organizarse según leyes o principios que los ciudadanos acepten voluntariamente tiene una larga historia en el pensamiento político liberal y democrático. Rawls se refirió a ello como a la «tesis central» del liberalismo, y se sitúa en el corazón de la tradición del «contrato social» asociada a muchos de los pensadores más importantes de la historia moderna de la filosofía occidental, entre ellos Hobbes, Locke, Rousseau y Kant. A pesar de este impresionante linaje, esta tradición cayó en un profundo descrédito mientras Rawls desarrollaba su teoría en los años cincuenta y sesenta.3La filosofía política de aquella época (en la medida en que existía) estaba dominada por el utilitarismo: la idea de que deberíamos organizar nuestras instituciones sociales y políticas a fin de maximizar la «utilidad» o «bienestar» social, habitualmente definidos como «felicidad» o «bienestar subjetivo».4Aunque el utilitarismo tiene muchos críticos, en palabras de Rawls, estos «fracasaron [...] a la hora de construir una concepción moral sistemática y factible para oponerse a él». Como resultado, a la mayoría de los filósofos solo les quedaba elegir entre un utilitarismo riguroso, pero poco atractivo para muchos, y lo que Rawls llamaba «intuicionismo», un planteamiento más flexible que pretendía equilibrar las demandas de valores múltiples, como la utilidad, la libertad y la igualdad, de una forma bastante ad hoc.5El objetivo de Rawls —y su logro histórico— no consistía únicamente en criticar el utilitarismo, sino en desarrollar una alternativa igualmente sistemática. Lo hizo insuflando nueva vida en la noción de contrato social, explicándolo y revisándolo de un modo notable, y con un éxito tal que se ha convertido en el modo de pensamiento dominante sobre la justicia entre los filósofos actuales.

			La consideración clave para toda teoría del contrato social, incluida la de Rawls, es especificar cómo los ciudadanos van a lograr un acuerdo en torno a las instituciones o principios políticos básicos. A primera vista, podría parecer que no necesitamos apoyarnos en la filosofía: ¿no podríamos, por ejemplo, convocar una convención constitucional en la que discutir a fondo, y de una vez por todas, los principios políticos básicos?6En una gran sociedad moderna con millones o incluso miles de millones de ciudadanos, esto supondría, obviamente, un gran reto práctico y logístico, aunque con el advenimiento de las modernas tecnologías de la información, podría ser técnicamente posible. El problema fundamental de este planteamiento no es práctico, sino moral: si los ciudadanos reales pretendieran alcanzar un acuerdo de este tipo, el resultado estaría excesivamente influido por quienes detentan más poder y recursos. Podríamos afrontar una situación en la que los billonarios pudieran utilizar su riqueza para sobornar a otros ciudadanos a fin de que eligieran los principios que beneficiaran a los más pudientes; o en la que un grupo religioso dominante —cristianos en Estados Unidos o hindúes en la India— alcanzara un acuerdo en torno a principios que privilegiaran sus creencias por encima de las de otros credos mediante la pura fuerza de los números.

			En otras palabras, aunque pudiéramos reunirnos en persona y acordar los principios políticos básicos, no hay razón para pensar que el resultado fuese justo. Un acuerdo justo solo se puede alcanzar bajo condiciones justas, y el objetivo del experimento mental de la «posición original» de Rawls, que abordamos anteriormente, consiste en definir una situación hipotética idealmente justa en la que imaginar que los ciudadanos llegan a un acuerdo. En contraste con la vida real, donde la gente con más recursos o un estatus superior tiene más influencia en el resultado, la posición original nos pide contemplar el contrato que los ciudadanos firmarían si todo el mundo tuviera el mismo grado de influencia y no fuera consciente de sus circunstancias particulares —su nivel de renta, su raza, género o sexualidad, incluso sus creencias religiosas y los objetivos vitales en un sentido amplio—, tal como si se ocultara tras un «velo de ignorancia».7

			El «velo de ignorancia» recoge la idea intuitiva de que solo porque algo sea bueno para nosotros como individuos no significa que sea justo. Supongamos que conocemos a un banquero que se opone a una tasa alta de impuestos a las rentas superiores simplemente porque eso empeoraría su situación. Aunque sea cierto que sus condiciones materiales fueran peores debido a una mayor carga impositiva, la mayoría estaríamos de acuerdo en que eso no tiene nada que ver con la justicia o la equidad.8En la posición original, el hecho de que no conozcamos nuestras propias destrezas o posición social, o incluso nuestras creencias religiosas o morales, implica que no podemos adaptar nuestra elección de principios simplemente para beneficiarnos de ello. Evidentemente, aunque estemos de acuerdo en que debemos aproximarnos a este tipo de cuestiones de forma imparcial, eso no siempre es tarea fácil: nuestras ideas sobre política y justicia tienden a verse influidas por nuestros propios intereses y experiencias de un modo del que no siempre somos conscientes. El «velo de ignorancia» nos ayuda a superar esto limitando las razones que podemos aportar a favor y en contra de los diferentes principios, impidiéndonos argumentar a favor de algunos de ellos en términos de nuestros propios intereses individuales, y obligándonos a justificarlos desde una perspectiva imparcial. Es relevante destacar que esto no depende de nuestra propia autodisciplina: el experimento mental de Rawls no es un mero ejercicio que realizamos en soledad, sino un marco de referencia para el debate colectivo. Aunque seamos incapaces de detectar nuestros puntos débiles y acabemos argumentando a favor de principios que sirven a nuestros propios intereses, podemos confiar en que otras personas nos lo señalarán.

			Pese a que quienes participan en el experimento mental de Rawls no son conscientes de sus propias características e intereses, saben que tienen ciertos intereses fundamentales que comparten con todos los ciudadanos.9En primer lugar, tienen un gran interés en poder desarrollar y utilizar las dos capacidades morales que hemos debatido en el capítulo anterior: la «capacidad para una concepción del bien» y la «capacidad para un sentido de la justicia». En otras palabras, valoran ser capaces de reflexionar y deliberar sobre cómo vivir y qué aspecto tendría una sociedad justa, y reconocen las ventajas de vivir en una sociedad en la que los demás pudieran actuar del mismo modo. En segundo lugar, saben que tienen una idea concreta del tipo de vida que les gustaría vivir: tienen sueños y ambiciones, relaciones y compromisos, que son importantes para ellos, aunque no conocen su naturaleza precisa; no siempre saben si, por ejemplo, quieren priorizar el éxito profesional, las relaciones personales o el crecimiento espiritual. El objetivo de las partes al elegir los principios es garantizarse las condiciones más favorables para defender esos intereses: para cultivar y ejercitar sus poderes morales, y para perseguir sus objetivos en la vida, independientemente de cuáles sean.

			Significativamente, las partes saben que, al margen de su concepción de lo que significa una buena vida, se beneficiarán si disponen de una cuota mayor de los recursos universales que Rawls llamó «bienes primarios». Rawls subrayó cinco bienes principales: las libertades y derechos básicos; el acceso libre y justo a las oportunidades económicas y sociales; y los tres que ya hemos comentado en el capítulo anterior: ingresos y patrimonio, el control y el poder económico, y las bases sociales para la autoestima. Todo esto contribuye a que las decisiones adoptadas por las partes sean más tangibles; en efecto, cuanto se trata de elegir entre principios diferentes, las partes piensan en cuál de ellos les proporcionará una mayor cuota de bienes primarios.10

			Las partes del experimento mental también tienen cierto conocimiento general del mundo, por lo que pueden adoptar decisiones informadas respecto a la puesta en práctica de los diferentes principios.11En primer lugar, reconocen «el hecho del pluralismo razonable», esto es, que los ciudadanos tienen ideas diferentes sobre religión, moralidad personal y sobre cómo vivir. También conocen los hechos y teorías ampliamente aceptados procedentes de las ciencias naturales y sociales, como que las sociedades tienen que operar dentro de ciertos límites físicos y ecológicos, y el papel de los incentivos en una economía de mercado que funciona correctamente. Y son conscientes de las circunstancias materiales generales en las que toman esta decisión; específicamente, que viven en un mundo caracterizado por una «escasez moderada» en el que hay recursos suficientes para cubrir las necesidades básicas de todos, y que la cooperación social es necesaria para que todo el mundo disfrute de un nivel de vida digno. (A fin de cuentas, en un mundo con verdadera abundancia, no tendríamos mucha necesidad de una teoría de la justicia, al menos no en lo que respecta a la distribución de recursos materiales). Este conocimiento conlleva que las partes pueden analizar detenidamente las implicaciones de principios alternativos y cómo estos podrían funcionar en la práctica.

			En el experimento mental de Rawls, cada sujeto busca encontrar los principios que mejor se acomodan a él como individuo. A veces esto se malinterpreta y se cree que implica que las personas son fundamentalmente egoístas, pero, aunque imaginamos que las partes en la posición original eligen principios que puedan ayudarlas a conseguir sus propios objetivos, no hay nada que indique que estos sean puramente egoístas. A fin de cuentas, en la vida real no solo nos preocupamos por nosotros mismos, también lo hacemos por nuestros amigos y familia, e incluso pensamos en el bienestar de personas que no conocemos. Más importante aún, la construcción general de la posición original refleja el profundo compromiso de tener en cuenta el interés y la perspectiva de otras personas. Si creyéramos que la gente es esencialmente egoísta, no tendría sentido realizar este experimento mental. Lejos de encarnar el egoísmo, la posición original expresa una perspectiva profundamente empática. Como señala Rawls en la frase final de Teoría de la justicia: «La pureza del corazón, de poder alcanzarla, implicaría ver con claridad y actuar con gracia y autodominio desde este punto de vista».12

			Como las partes en la posición original son, por diseño, idénticas —tienen el mismo conocimiento e intereses básicos, y, por lo tanto, están condenadas a querer las mismas cosas—, lo mejor para una persona será lo mejor para todos. En efecto, esto convierte la cuestión de alcanzar un acuerdo colectivo en una decisión individual. Como veremos, este hecho tiene importantes beneficios; en particular, nos permite basarnos en los métodos de la «teoría de la decisión racional» —la rama de la filosofía que estudia lo que significa ser racional en contextos diferentes—, que a su vez significa que somos capaces de obtener una respuesta más precisa sobre qué principios podemos elegir para ponernos de acuerdo. Utilizar el lenguaje del acuerdo o contrato social, en lugar de la decisión individual, nos ayuda a recordar que las partes eligen principios para la sociedad como un todo, y también señala una condición relevante respecto a la decisión que toman. Cuando establecemos un contrato, estamos de acuerdo en someternos a él. Del mismo modo, cuando las partes acuerdan principios en la posición original tienen que hacerlo «de buena fe», teniendo en cuenta si pueden o no cumplir honestamente con su acuerdo, sin importar dónde terminan en la sociedad.13

			 

			 

			¿Por qué nosotros, ciudadanos de la vida real, deberíamos estar interesados en los principios generados por esta situación más bien abstracta? Algunos críticos del experimento mental de Rawls y, de hecho, de la tradición del contrato social en un sentido amplio han argumentado que los acuerdos hipotéticos no pueden generar obligaciones vinculantes. A fin de cuentas, en el mundo real, los contratos tienen fuerza legal solo si realmente los hemos firmado. Pero a esta forma de pensar se le escapa el fondo de la cuestión. La posición original no es un dispositivo legal, es un experimento mental, y las razones por las que deberíamos cumplir el «acuerdo» alcanzado en la posición original son morales, no legales. A diferencia de las leyes, que nos brindan razones «externas» para actuar, en concreto la amenaza de un castigo, esta visión nos ofrece razones «internas» para apoyar ciertos principios: asume ideas morales que en cierto nivel ya respaldamos y nos muestra cuáles son sus implicaciones. En realidad, la fuerza de este experimento mental radica precisamente en el hecho de que sus diversos aspectos —los supuestos acerca de lo que las partes saben y cuáles son sus intereses— encarnan ideas sobre la justicia y la equidad en las que la mayoría de nosotros creemos aquí y ahora, como que, en una sociedad democrática, el poder político debería ejercerse sobre la base de principios que todo el mundo pueda aceptar como justos; que, en lo tocante a las leyes, los intereses de cada cual deberían contar equitativamente; que el mero hecho de que un principio me beneficie a mí o a otro no lo convierte en justo o equitativo; y así sucesivamente. En este sentido, la posición original es, como señala Rawls, un instrumento para «la autoclarificación y la reflexión pública».14Esto puede ayudarnos, en cuanto individuos, a descubrir lo que realmente pensamos y, a su vez, contribuye de forma significativa a que alcancemos o al menos nos acerquemos a un consenso con relación a los objetivos que nos marcamos como sociedad.

			Por lo tanto, la posición original realmente es una herramienta para descubrir las implicaciones de ciertas ideas morales fundamentales con las que la mayoría de nosotros ya nos hemos comprometido, independientemente de nuestra ideología política. ¿Significa eso que se limita a reflejar nuestras creencias previas, con todos sus prejuicios y defectos? La repuestas es «no». Quien se sumerge de lleno en este experimento mental probablemente reconsiderará al menos algunas de sus concepciones previas, pero la pregunta apunta a algunas cuestiones profundas sobre la naturaleza de la teoría moral. Hay una forma de pensar según la cual una teoría moral es la búsqueda de una verdad objetiva que existe antes e independientemente de las convicciones morales específicas que mantenemos aquí y ahora. Pero Rawls rechazaba esa idea. Por el contrario, quiso descubrir los principios morales «más razonables»: aquellos que son coherentes con nuestras creencias más arraigadas y fiables, o lo que llamó nuestras «calculadas convicciones sobre la justicia».

			Rawls propuso un planteamiento particular para conseguirlo: el método del «equilibrio reflexivo».15Al pensar en la justicia, argumentó, deberíamos empezar identificando las creencias que nos inspiran más confianza y que pensamos que toda razonable teoría de la justicia debería poder asumir, como la idea de que la esclavitud es un error o que nadie debería sufrir una pobreza extrema. Luego deberíamos intentar identificar los principios generales que subyacen a estas posiciones, como el principio de que todos los ciudadanos tienen derecho a ciertas libertades elementales, lo que prohibiría la esclavitud, o que todo el mundo debería tener cubiertas sus necesidades básicas, lo que erradicaría la pobreza extrema. Si descubrimos un desajuste entre estos principios generales y nuestras convicciones en casos particulares —por ejemplo, si nuestra concepción de la libertad nos impide recaudar impuestos, pero esto implica permitir que los desempleados pasen hambre—, tenemos que revisar nuestros principios generales o cambiar nuestra perspectiva sobre el caso específico en cuestión.

			Para Rawls, este proceso de reflexión y deliberación es la esencia de la teoría moral. En lugar de buscar una verdad moral objetiva anterior e independiente de nuestro razonamiento moral, nuestro objetivo es descubrir la concepción más razonable de la justicia por medio de un «equilibrio reflexivo» cuando nuestras convicciones sobre lo que es justo en casos específicos se ajusta a nuestros compromisos con los principios generales. Evidentemente, quizá nunca alcancemos un estado de equilibrio perfecto, y nuevos problemas y cuestiones podrían inducirnos a cambiar de opinión (Rawls siguió revisando y refinando sus propias ideas sobre la justicia a lo largo de toda su vida). Sin embargo, el concepto de equilibrio reflexivo nos ayuda a entender este ejercicio y nos aporta una meta a la que aspirar. Nos invita a acercarnos a las cuestiones morales y políticas con una mente abierta, y a estar dispuestos a reconsiderar tanto los casos particulares como los principios generales. Aunque este proceso de reflexión empieza con las convicciones que ya tenemos, no acabamos en el punto de partida. Es más, como demuestra Rawls, puede llevarnos a ideas nuevas y desconocidas, como el principio de diferencia.

			LA ELECCIÓN DE «JUSTICIA COMO EQUIDAD»

			Sin embargo, la pregunta permanece: ¿por qué las partes en la posición original elegirían los dos principios de Rawls sobre todas las posibles alternativas?

			La posición original es, en efecto, una herramienta para poner a prueba y comparar los diferentes principios de forma sistemática, para analizar con detalle sus implicaciones desde una cierta variedad de perspectivas. Aunque no sea evidente qué principios —los hay a favor y en contra— deberíamos elegir nosotros (o, para ser precisos, las partes imaginadas en el experimento mental), al final tenemos que alcanzar un juicio respecto a lo que resulta más equilibrado.16En teoría, podemos comparar cada par de principios concebibles en los que podemos pensar para decidir cuál preferimos, pero, para Rawls, la comparación más importante se da entre «justicia como equidad» —el nombre que empleó para referirse colectivamente a sus propios principios— y el utilitarismo que dominó la filosofía política en su tiempo.

			La comparación es importante no solo por la relevancia que tenía para Rawls. La lógica básica del utilitarismo —que la sociedad debería centrarse en maximizar la «utilidad», habitualmente interpretada como bienestar— tiene un atractivo evidente, y, como la teoría de Rawls, ofrece una forma de fundamentar los principios políticos en la razón común más que en la religión o la autoridad de la tradición, aspectos que resultaron atractivos a muchos liberales y pensadores ilustrados como David Hume y John Stuart Mill. Además, sigue desempeñando un papel importante en la política pública, especialmente a través de su influencia en la economía, una disciplina que a veces ha aceptado de forma acrítica ideas utilitarias, como el análisis coste-beneficio, donde la decisión de si aplicar o no una determinada política se basa en sopesar los pros y los contras, normalmente cuantificados en términos monetarios.

			¿Cómo podemos demostrar que las partes del experimento mental de Rawls elegirían sus principios en lugar del utilitarismo? A primera vista, en las condiciones especiales de la posición original, el utilitarismo parece ser la elección más racional. Uno de los principios centrales de la teoría de la elección racional es que, cuando nos enfrentamos a opciones cuyo resultado es incierto, deberíamos elegir aquella que presente, como promedio, un mejor resultado; o, por usar el término técnico, la opción que maximice nuestra utilidad «prevista» (o media). Por poner un ejemplo muy sencillo, imaginemos que queremos conducir desde Mánchester a Londres un día determinado, y que hay dos caminos diferentes. No sabemos qué opción tomar porque depende del tráfico que haya ese día. Para elegir una ruta querremos saber cuánto dura cada trayecto de media y qué posibilidades hay, por ejemplo, de sufrir un atasco; y luego, considerando todos los aspectos, elegiríamos la opción que, en general, resulte mejor. Dado que las partes en la posición original eligen principios bajo una condición de casi total incertidumbre sobre cómo estos principios puedan afectarles, parece racional pretender organizar la sociedad de modo que tienda a maximizar, como promedio, el bienestar de la gente; en otras palabras, a elegir el principio de «utilidad promedio».

			¿Por qué rechazó entonces Rawls el utilitarismo en favor de sus dos principios? Rawls argumentó que, aunque maximizar la utilidad esperada es una forma racional de tomar decisiones en la mayoría de los casos, sería irracional hacerlo en las condiciones especiales de la posición original.17Después de todo, la decisión que tomamos en la posición original no es una decisión normal, puesto que decidimos los principios que determinarán nuestras opciones vitales de una vez por todas. En otras palabras, la apuesta es increíblemente alta. El problema del principio de utilidad media es que, aunque por definición conduzca al mejor resultado, como promedio, deja abierta la posibilidad de algunos escenarios realmente intolerables. En concreto, no ofrece garantías de que nuestros derechos y libertades básicos —como la libertad de expresión o religión, o incluso un gobierno democrático— sean respetados. Evidentemente, es posible que respetar esas libertades tienda a fomentar el bienestar de la sociedad en su conjunto, y muchos utilitaristas han esgrimido este argumento. Pero si podemos mejorar el bienestar social violando estas libertades —por ejemplo, si pudiéramos aumentar el crecimiento económico sustituyendo a un gobierno democrático por una dictadura de expertos, o si pudiéramos reforzar la felicidad de una gran mayoría cristiana discriminando a los musulmanes o prohibiendo las relaciones homosexuales—, entonces, desde la perspectiva del utilitarismo, deberíamos hacerlo.

			Rawls adujo que en este tipo de situación especial —cuando nos enfrentamos a una elección entre dos opciones inciertas, una de las cuales podría resultar realmente intolerable— deberíamos seguir una estrategia diferente de toma de decisiones, conocida como «regla maximin». Para ser precisos, en lugar de elegir la opción cuyo promedio es mejor (maximizando la utilidad esperada), deberíamos comparar el peor resultado bajo cada opción y elegir entonces la alternativa en la que la peor opción es la mejor posible (en otras palabras, deberíamos «maximizar el mínimo», de ahí «maximin»). Para entender el funcionamiento de esta estrategia, retomemos la analogía de la conducción. Supongamos que viajamos de Mánchester a Londres porque necesitamos atención médica urgente que solo está disponible en la capital, y que si nos quedamos atrapados en un atasco existe un riesgo real de lesiones permanentes o incluso muerte. Y supongamos, además, que la ruta más rápida de media tiene mayor riesgo de atascos, mientras que la otra te garantiza llegar a tiempo. En este caso, sería racional elegir la ruta que nos llevará seguro a destino a tiempo, incluso en el peor de los casos, en lugar de la otra que normalmente resulta más rápida.

			Volviendo a la decisión en la posición original, la estrategia maximin favorece claramente los principios de Rawls en detrimento del utilitarismo. Después de todo, si elegimos el utilitarismo, aunque sepamos que de promedio estaremos mejor, también sabemos que existe el riesgo de ser perseguidos por nuestras creencias religiosas o de que se nos impida vivir con nuestros seres queridos. En cambio, sabemos que, de elegir los principios de Rawls, incluso el peor escenario posible será perfectamente tolerable, ya que nuestras libertades básicas estarán protegidas y, gracias al segundo principio, dispondremos de unos recursos económicos dignos. El mismo razonamiento nos conduciría a rechazar cualquier grupo de principios que niegue nuestros derechos básicos: rechazaríamos la imposición de leyes religiosas, ya que no querremos arriesgarnos a pertenecer a una minoría perseguida; y rechazaríamos las formas extremas de liberalismo, en las que la libertad económica se prioriza sobre la democracia o donde se nos dejaría morir de hambre.

			En pocas palabras, Rawls sostenía que las partes elegirían sus principios en lugar del utilitarismo porque sería irracional jugarse sus libertades básicas cuando podrían elegir una alternativa que las protegería. Este argumento no se basa, como algunos críticos han sugerido, en la hipótesis psicológica general de que la gente siente una gran aversión al riesgo.18Por el contrario, refleja las apuestas extremadamente altas de la decisión que afrontan las partes en la posición original: solo cuando las apuestas son tan altas es racional jugar sobre seguro.19En este contexto, elegir el utilitarismo sería como jugar a la ruleta rusa. Como señala Rawls, quien piense que estamos dispuestos a jugarnos nuestra libertad religiosa o sexual no entiende lo que realmente significa tener creencias religiosas o estar enamorado.20También tenemos que recordar que a las partes en la posición original se les pide elegir principios «de buena fe», principios que les sirvan de guía, independientemente de sus creencias reales o su posición social. Pero ¿quién estaría dispuesto a acatar leyes que le privaran de sus libertades básicas? Si nos encontráramos en una sociedad así, seguramente haríamos todo lo posible para zafarnos de esas leyes o incluso para socavarlas.

			 

			 

			Hasta ahora, nos hemos centrado fundamentalmente en cómo las partes en la posición original querrían proteger sus libertades básicas eligiendo el primer principio de Rawls. Pero ¿qué ocurre con el segundo principio y con el principio de ahorro justo? Aunque la mayor parte de la gente está de acuerdo en que debemos proteger ciertas libertades y derechos básicos, hay una mayor variedad de opiniones respecto a si deberíamos distribuir las oportunidades económicas y los recursos en la sociedad, por lo que comprender esta parte del argumento resulta aún más esencial.

			Lo primero que hay que señalar es que las partes en la posición original querrán garantizar que siempre serán capaces de satisfacer sus necesidades básicas: alimentación, protección, vivienda, etc. El argumento maximin de Rawls vuelve a entrar en juego aquí: así como las partes racionales preferirían una opción segura en lugar de arriesgarse a ser una minoría religiosa perseguida, también desearían protegerse contra la posibilidad de estar verdaderamente en la miseria. Por esa razón, como abordamos en el capítulo 1, Rawls defendió un «principio de necesidades básicas» que, sostenía, iba a la par o incluso debería tener prioridad sobre el principio de libertades básicas.

			Como las partes no conocen la clase, raza o género, también querrán asegurarse de que tienen las mismas oportunidades en la vida al margen de estos factores; en otras palabras, preferirían el principio de igualdad equitativa de oportunidades. Reconocerían que hay una importante base social de autoestima, ya que es difícil, si no imposible, mantener la cabeza alta en la sociedad si se nos niega la igualdad de oportunidades por un mero rasgo arbitrario o no elegido. Además, descubrirían que todos podemos beneficiarnos de vivir en una sociedad en la que todo el mundo tuviera la oportunidad de desarrollar sus destrezas y capacidades, y los trabajos recayeran en manos de individuos cualificados para realizarlos.21

			Las partes también elegirían el principio de ahorro justo, según el cual estarían de acuerdo en tratar a las generaciones futuras como les gustaría haber sido tratadas por las generaciones previas. Querrían asegurarse de que cada generación contribuye con una cuota equitativa a la creación y preservación de instituciones justas y democráticas, acumulando y manteniendo los recursos naturales y sociales de los que depende la sociedad. Por encima de todo, reconocerían su obligación de mantener el clima estable y los ecosistemas vitales que constituyen la base de la civilización humana. Nadie querría arriesgarse a nacer en una generación que sufre las consecuencias de un desmoronamiento ecológico y climático.22
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